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El hecho que el empoderamiento de la población 
local y el reconocimiento de sus derechos con-
suetudinarios causa potentes impactos sociales, 
económicos y ambientales no es noticia para los 
investigadores. Una evaluación de estudios real-
izados en 80 áreas forestales en 10 países de Asia 
Meridional, África Oriental y América Latina mues-
tra que los bosques de propiedad y/o administrados 
por las comunidades han proporcionado tanto 
beneficios superiores para la comunidad como 
mayor almacenamiento de carbono. En Brasil, se 
produjeron 27 veces más emisiones de dióxido de 
carbono por deforestación en las áreas fuera de los 
bosques comunitarios indígenas. Estos bosques 
también contienen 36% más carbono por hectárea 
dentro de Brasil. En algunos bosques comunitarios 
del norte de Honduras la pérdida de bosque fue 140 
veces menor dentro de las iniciativas de derechos 
forestales dirigidas por la comunidad. Una mirada 
más profunda a Brasil muestra que es precisamente 
el reconocimiento gubernamental de los derechos 
de los indígenas y de las comunidades a los terrenos 
forestales lo que ha impulsado los movimientos de 
conservación más exitosos de la época moderna.  

Asimismo, rara vez se hace la conexión entre el 
fortalecimiento de los derechos forestales comu-
nitarios y la mitigación del cambio climático. Los 
gobiernos continúan reclamando la propiedad de 
los terrenos forestales de manera abrumadora, 
en vez de reconocer los derechos de las comuni-
dades que dependen de los bosques, y están mejor 
posicionadas para protegelos. Sin embargo, ¡los 
pueblos indígenas y las comunidades locales ya 
tienen derechos a la propiedad de por lo menos una 

octava parte de los bosques del mundo, que alma-
cenan más carbono que todos los bosques de Norte 
América. Con conocimiento y sabiduría cultivados 
por generaciones, las comunidades forestales no 
solo son capaces de proteger sus bosques de una 
manera más efectiva que los gobiernos, sino que 
también de manera menos costosa.

Este informe sobre derechos forestales comunitar-
ios y el cambio climático ofrece evidencia muy nece-
saria a nivel mundial que demuestra el tremendo 
potencial del fortalecimiento de los derechos de las 
comunidades  a los bosques para la reducción de 
las emisiones. Analiza ejemplos de 14 países ricos 
en bosques en América Latina, África y Asia, que 
incluyen más de dos tercios de todos los bosques 
comunitarios de países de ingreso bajo y mediano 
reconocidos por gobiernos. Este informe también 
presenta recomendaciones para la comunidad 
internacional de líderes mundiales, funcionarios del 
Gobierno, defensores y otros, quienes, si están seri-
amente comprometidos a encontrar una solución de 
largo alcance y concreta al cambio climático, harán 
un llamado a los países con cubierta forestal para 
que fortalezcan los derechos de las comunidades a 
sus bosques. 

Por demasiado tiempo este enfoque en la mitig-
ación del cambio climático no ha recibido la aten-
ción que se merece. Esperamos que este informe 
cambie la situación y atraiga la atención del mundo 
al factor más importante que frena el avance del 
cambio climático y rescata los bosques del mundo: 
los pueblos indígenas y la población local que 
dependen de ellos.

 PRÓLOGO

Andrew Steer
Presidente 
Instituto de Recursos Mundiales Recursos

Andy White
Coordinador  
Iniciativa Derechos y Recursos
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RESUMEN EJECUTIVO
La comunidad internacional acepta que existe la urgente necesidad 

de reducir las emisiones de gases de efecto invernadero derivadas 

de la deforestación y la degradación forestal. Todos los años, 

se talan 13 millones de hectáreas de bosques, a un ritmo de 50 

canchas de fútbol por minuto. Es por ello que estos esfuerzos son 

fundamentales para contener el cambio climático, antes de que este 

fenómeno alcance un punto crítico peligroso. Sin embargo, estamos 

desaprovechando una oportunidad vital para combatir el cambio 

climático, mediante el fortalecimiento de los derechos de los 

pueblos indígenas y las comunidades locales, cuyo bienestar está 

ligado a sus bosques. 
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Durante mucho tiempo, se ha subestimado este 
enfoque para mitigar el cambio climático. Si bien 
los gobiernos reclaman la propiedad de la mayoría 
de los bosques del mundo, los verdaderos  adminis-
tradores de gran parte de estas zonas son los pueb-
los indígenas y las comunidades locales con profun-
dos nexos históricos y culturales con la tierra. En 
todo el mundo, millones de comunidades dependen 
de los bosques para satisfacer sus necesidades 
básicas y sus medios de subsistencia. Estos pueblos 
indígenas y comunidades locales pueden ayudar a 
evitar la destrucción de los bosques y las emisiones 
de dióxido de carbono (CO2) que se derivan de este 
proceso, y mantener en cambio sus bosques como 
sumideros de carbono para absorber el CO2 dañino 
de la atmósfera.

Actualmente, los pueblos indígenas y las comuni-
dades locales son titulares de derechos jurídicos u 
oficiales de al menos 513 millones de hectáreas de 
bosques, lo cual representa únicamente una octava 
parte de la superficie forestal total en el mundo. 
De manera colectiva, estos bosques contienen 
aproximadamente 37.700 millones de toneladas de 
carbono, lo cual equivale al contenido total en todos 
los bosques de América del Norte. Si este carbono 
se liberara hacia la atmósfera en forma de CO2, 
equivaldría aproximadamente a una cantidad 29 
veces mayor que las emisiones anuales de dióxido 
de carbono generadas por todos los vehículos de 
pasajeros en el mundo.  Hay superficies forestales 
mucho más grandes bajo los derechos consuetudi-
narios de diversas comunidades,  pero los gobiernos 
aún no los reconocen jurídicamente.   

La mayoría de los bosques comunitarios se 
encuentra en países de ingreso bajo y mediano 
que enfrentan grandes presiones de deforestación. 
Aún así, los gobiernos, los donantes y otras partes 
interesadas en el contexto del cambio climático 
tienden a ignorar o a marginar la enorme contribu-
ción a la mitigación de este fenómeno que se puede 
lograr mediante la ampliación y el fortalecimiento 
de los derechos forestales de las comunidades. 

Dado que la deforestación y otros usos de la tierra 
generan aproximadamente el 11% de las emisiones 
anuales de gases de efecto invernadero, la debili-
dad de la protección jurídica de las comunidades 
forestales no sólo representa un problema en 
términos de derechos a la tierra o a los recursos. Es 
un problema relacionado con el cambio climático. 
La prevención de acciones que menoscaben los 
derechos forestales de las comunidades forma parte 
de la solución. El propósito del informe es promo-
ver que la comunidad internacional dé prioridad 
al apoyo a las comunidades forestales del mundo 
en desarrollo, un baluarte frente al aumento de las 
temperaturas en el planeta.  

Acerca de este informe  
En este informe se analiza el conjunto creciente 
de pruebas que vinculan los derechos forestales 
comunitarios con el aumento de la salud de los 
bosques y la reducción de las emisiones de CO2 
derivadas de la deforestación y la degradación 
forestal. En el informe se exponen razones de peso 
para ampliar y fortalecer los derechos forestales 
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de estas comunidades, partiendo de las eviden-
cias extraídas de diversos estudios comparativos, 
investigaciones cuantitativas avanzadas, estudios 
de caso y análisis originales sobre deforestación 
y carbono realizados por el Instituto de Recursos 
Mundiales (WRI, por sus siglas en inglés). Los 
resultados se centran en ejemplos provenientes 
de 14 países ricos en bosques, tanto en América 
Latina como en África y Asia. En conjunto, estos 
países abarcan unos 323 millones de hectáreas 
de bosques comunitarios con reconocimiento 
oficial —el equivalente al 68% del total estimado 
en todos los países de ingreso bajo y mediano 
(PIBM)— al igual que extensas áreas de bosques 
comunitarios sin reconocimiento jurídico u oficial. 

El análisis de este informe se centra en los vínculos 
existentes entre los derechos forestales legales 
(o la falta de estos) de las comunidades, el nivel 
de protección gubernamental de estos derechos 
y los resultados de las actividades forestales.  

Resultados
1.	 Cuando las comunidades no tienen 

derechos legales, o estos son débiles, sus 
bosques tienden a ser vulnerables a la 
deforestación y así convertirse en fuente 
de emisiones de dióxido de carbono. La 
deforestación de los bosques indígenas comu-
nitarios en Brasil hubiese sido 22 veces más 

Síntesis del análisis de como los derechos forestales comunitarios y las acciones gubernamentales 
impactan los bosques

PAÍS DERECHOS 
LEGALES

SOLIDEZ DE 
DERECHOS

RESULTADOS 
EN LOS 

BOSQUES

Bolivia (región 
amazónica)

Brasil (región 
amazónica)

Colombia (región 
amazónica) X
Ecuador (región 
amazónica) X
Guatemala 
(Petén)

Honduras  
(Río Plátano) X

México

X X

=  �Reconocimiento 
legal

=  �Acción gubernamental positiva 
impactando solidez de derechos

=  �Acción gubernamental negativa 
impactando solidez de derechos

=  �Resultados Positivos en los 
bosques

=  Resultados Negativos en los 		
	 bosques

= � Sin reconocimiento     	
	legal

LEYENDA DEL GRÁFICO

PAÍS DERECHOS 
LEGALES

SOLIDEZ DE 
DERECHOS

RESULTADOS 
EN LOS 

BOSQUES

Nicaragua 
(Bosawás) X
Perú (región 
amazónica) X

Níger

Tanzania

Nepal

Indonesia X X
Papúa Nueva 
Guinea X

Los derechos específicos reconocidos varían en función de los países. Consulte el cuadro 2 y los análisis de casos en la sección IV para obtener más información.
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alta sin el reconocimiento legal.  En Indonesia, 
los altos niveles de emisiones de dióxido de 
carbono provenientes de la deforestación están 
causados en parte consecuencia de la falta o 
de la debilidad de los derechos jurídicos de las 
comunidades forestales. Por ejemplo, las con-
cesiones para la producción de aceite de palma 
abarcan el 59% de los bosques comunitarios en 
parte de la Provincia de Borneo Occidental. 

2.	 Los derechos legales de las comunida-
des a los bosques y la protección guber-
namental de estos derechos tienden a 
disminuir las emisiones de dióxido de 
carbono y la deforestación. En Brasil, la 
deforestación en los bosques indígenas comu-
nitarios de 2000 a 2012 fue de menos de un 1%, 
comparada con el 7% fuera de ellos. La defores-
tación más alta fuera de los bosques indígenas 
comunitarios llevó a 27 veces más emisiones de 
dióxido de carbono que los producidos por la 
deforestación en los bosques indígenas comu-
nitarios. Y los bosques indígenas comunitarios 
contienen 36% más carbono por hectárea que 
otras áreas de la región amazónica brasileña.  

3.	 Las comunidades con derechos lega-
les a los bosques mantienen o mejoran 
el almacenamiento de carbono de sus 
bosques. La protección de los derechos de las 
comunidades a los bosques por parte del Gobi-
erno en Níger agregó 200 millones de árboles 
nuevos, absorbiendo 30 millones de toneladas 
métricas de carbono en los últimos 30 años. El 
apoyo a la silvicultura comunitaria en Nepal 
ha mejorado la salud forestal y ha generado 
reservas de carbono de más de 180 millones de 
toneladas métricas en 1,6 millones de hectáreas. 

4.	 Aún cuando las comunidades tienen 
derechos legales a sus bosques, las ac-
ciones gubernamentales que debilitan 
estos derechos pueden llevar a altas 
emisiones de dióxido de carbono y a la 
deforestación. Los bosques de las comuni-
dades indígenas en el Perú, donde las acciones 
gubernamentales debilitan los derechos fores-
tales comunitarios, se están deforestando a 
un ritmo más rápido que en otras partes de la 
región amazónica peruana.

5.	 Las comunidades pueden superar, par-
cialmente, las acciones gubernamentales 
que debilitan sus derechos a los bosques. 
En Honduras y Nicaragua, las comunidades 
indígenas han podido evitar la deforestación 
parcialmente, a pesar de que los esfuerzos gu-
bernamentales no son suficientes para proteger 
sus derechos. En algunos casos, la pérdida del 
bosque comunitario es de un 0,01%, comparado 
con un 1,40% en el área circundante.

Recomendaciones
Basándose en estos resultados, los autores presen-
tan cinco recomendaciones practicas, basados en la 
evidencia, a los donantes, gobiernos, sociedad civil y 
otras partes interesadas quienes trabajan con el cam-
bio climático, los derechos a la tierra y la silvicultura. 

1.	 Dar a las comunidades reconocimiento 
legal de los derechos a sus bosques. Se 
debe prestar atención a las millones de comu-
nidades forestales sin derechos legales a sus 
bosques. En Indonesia, donde las comunidades 
generalmente no tienen derechos legales, o son 
débiles, hay nueva legislación pendiente que 
reconozca la propiedad de las comunidades so-
bre los bosques. En aquellos lugares donde las 
comunidades tienen algunos derechos legales 
a los bosques, los gobiernos y sus socios deben 
fortalecer estos derechos. 

2.	 Proteger los derechos forestales legales 
de las comunidades. Los gobiernos y sus 
asociados deben contribuir a la protección de 
los derechos forestales de las comunidades 
al efectuar, por ejemplo, ejercicios de mapeo 
para demarcar los puntos limítrofes de los 
bosques comunitarios, ayudar a expulsar 
a los madereros ilegales y no otorgar 
concesiones comerciales en los bosques de 
estas comunidades. En Brasil, el Gobierno 
realiza un levantamiento de mapas y registra 
los bosques comunitarios indígenas, ayuda a las 
comunidades a expulsar a los colonos ilegales y 
por lo general tiene prohibido conceder el uso 
comercial de estos bosques a las empresas. 

3.	 Dar asistencia técnica y entrenamiento 
a las comunidades. Los gobiernos, donantes 
y la sociedad civil deben dar entrenamiento y 
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asistencia técnica a las comunidades y fomentar 
actividades de capacitación. Por ejemplo, en 
México algunas comunidades reciben entre-
namiento y apoyo del Gobierno para mejorar  
el uso sostenible de los bosques y el acceso a  
los mercados. 

4.	 Hacer partícipes a las comunidades en la 
toma de decisiones sobre las inversiones 
que repercuten en sus bosques. Los gobi-
ernos y las empresas deben trabajar de forma 
conjunta para velar por que la planificación 
gubernamental sea congruente con las normas 
internacionales y que las inversiones no violen 
los derechos forestales de las comunidades. En 
Perú, la incapacidad del Gobierno para cumplir 
las normas internacionales contribuye a los 
altos niveles de deforestación en los bosques 
comunitarios indígenas. 

5.	 Remunerar a las comunidades por los 
beneficios climáticos y de otro tipo que 
se derivan de sus bosques. Los gobiernos 
y sus asociados deben comprometer fondos 
e invertir en medidas de apoyo a las comuni-
dades y sus aliados de la sociedad civil, a fin 
de aumentar los incentivos económicos para 
que gestionen sus bosques de forma sostenible. 
Además, las partes interesadas deben respaldar 
el fortalecimiento de los derechos forestales 
comunitarios, como parte de cualquier acu-
erdo futuro sobre reducción de las emisiones 
debidas a la deforestación y la degradación 
forestal, conservación de las reservas forestales 
de carbono, gestión sostenible de los bosques 
e incremento de las reservas forestales de car-
bono (REDD+). 
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 LA SECCIÓN I

UN ENFOQUE 
SUBESTIMADO DE  
LA MITIGACIÓN DEL 
CAMBIO CLIMÁTICO
A pesar de un creciente volumen de evidencia, la conexión positiva 

entre el fortalecimiento de los derechos forestales comunitarios 

y la mitigación del cambio climático rara vez se hace y se ignora 

con frecuencia. Este informe se propone corregir este prejuicio 

mediante la recolección y análisis de la evidencia que muestra que 

el fortalecimiento de los derechos forestales comunitarios está 

asociada con los bosques saludables y, por lo tanto, es un medio 

eficaz para evitar las emisiones de dióxido de carbono (CO
2
) y 

mantener o incrementar el almacenamiento del carbono forestal.
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Muchos de los bosques restantes del mundo están 
bajo la custodia de las comunidades locales o de los 
pueblos indígenas. A nivel mundial, 513 millones de 
hectáreas, o aproximadamente una octava parte de los 
bosques mundiales, son bosques comunitarios recono-
cidos  por el Gobierno1. La gran mayoría de ellos, 478 
millones de hectáreas, están en países de ingreso bajo y 
mediano donde hay fuertes presiones para su explota-
ción2 (ver definiciones en el Recuadro 1).

Asimismo, los gobiernos reclaman la propiedad de la 
mayoría de los bosques3. Esto incluye grandes áreas 
sobre las cuales las comunidades tienen derechos 
consuetudinarios que no son reconocidos legalmente 
por los gobiernos. La falta de reconocimiento legal de 
estos derechos forestales comunitarios deja a estos 
bosques vulnerables al desbroce para la tala comer-
cial, pastizales, tierra de cultivo, aceite de palma o la 
minería. En algunas áreas, la pérdida de bosque ha 
sido consecuencia del tráfico de drogas4. 

El fracaso en el establecimiento y protección de los 
derechos de estas comunidades forestales ha sido muy 
costoso no solo en términos humanos, sino también 
para el  clima de del planeta. A nivel mundial, 13 millo-
nes de hectáreas de bosques se desbrozan cada año, el 
equivalente de 50 campos de fútbol por minuto5.  
 
El CO2 generado por éste y otros usos de la tierra 
representa el 11% de todas las emisiones de gases de 
efecto invernadero a nivel mundial6. (Estas emisio-
nes consisten en CO2, metano, óxido nitroso y gases 
fluorados. El dióxido de carbono constituye aproxi-
madamente el 82% de las emisiones de gases  
de efecto invernadero a nivel mundial)7.

Bosques saludables significa bosques que 
mantienen su diversidad biológica, productividad, 
capacidad regenerativa y su vitalidad, de manera que 
pueden proporcionar una gama completa de servicios 
de ecosistemas en la actualidad y en el futuro.

Degradación forestal significa la reducción 
provocada por procesos antropogénicos de la 
capacidad de un bosque para proporcionar productos 
forestales y servicios de ecosistemas, tales como la 
captura de carbono.

Deforestación significa un cambio de un estado 
cubierto de bosques a uno sin cubierta forestal.

Reforestación significa reestablecer la cubierta 
forestal terrestre mediante la protección, regeneración 
y siembra de árboles.

Uso sostenible de los bosques significa la 
recolecta de recursos forestales madereros y no 
madereros para el beneficio directo de la comunidad 
o para la venta a personas que no son miembros de la 
comunidad en una manera que restaura o mantiene un  
bosque saludable.

Fuente: Adaptado de Schoene y otros, 2007.

RECUADRO 1  |  �DEFINICIÓN DE LA 
TERMINOLOGÍA UTILIZADA 
EN ESTE INFORME  
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La convención internacional sobre cambio climático bajo 
negociación determinará la combinación de reglas, finanzas e 
información requerida por los países para que no deforesten o 
degraden sino que más bien conserven y manejen los bosques 
de manera sostenible y hasta aumenten las reservas de carbono 
forestal. Este enfoque se conoce como REDD+. Un número 
de iniciativas de REDD+ identifican el fortalecimiento de los 
derechos forestales comunitarios como un elemento importante 
de la mitigación del cambio climático. Muchos países con 
estrategias de REDD+ han identificado el fortalecimiento de 
los derechos forestales comunitarios como parte de su propia 
estrategiai. Incluso, el respeto por los derechos de las comuni-
dades locales y de los pueblos indígenas es una salvaguarda 
convenida internacionalmente que asegura que la REDD+ no 
perjudique a las personas o al medio ambienteii.

Un nuevo derecho a la propiedad del carbono forestal también 
puede ser parte de REDD+. Si los derechos a los bosques de 
una comunidad son débiles o no existen, entonces la comu-
nidad podría perder sus derechos al carbono de los bosques. 
Esto socavará  su habilidad de involucrarse en el comercio 
del carbono  de manera equitativa, eficaz e independiente. La 
incertidumbre legal podría contribuir a la nacionalización de los 
derechos a la propiedad del carbono por parte de los gobier-
nos, dejando a las comunidades sin el derecho de beneficiarse 
de los pagos por el carbono de sus bosques. La nacionalización 
del carbono podría llevar también al comercio del carbono 
que despoja a las comunidades forestales de sus derechos 
forestales existentes o crea una barrera adicional al recono-
cimiento futuro y el fortalecimiento de los derechos forestales 
comunitariosiii. 
 
Sin embargo, el progreso en la garantía de los derechos de la 
comunidad a los bosques y al carbono se ha estancado. No ha 
habido nuevas leyes venideras que fortalezcan los derechos 
forestales comunitariosiv. Además, muchos países en vías de 
desarrollo con densos bosques no tienen ni leyes que definan 
los derechos al carbono ni los marcos legales que rijan el 
comercio de carbonov. Los gobiernos y las corporaciones con 
frecuencia tienen derechos legales a los bosques, y las comu-
nidades no. Si los pagos de REDD+ por el carbono comienzan 
a fluir en ese tipo de ambiente legal, los gobiernos y las cor-
poraciones, y no las comunidades, capturarán los beneficiosvi. 
Asimismo, los pagos a través de la REDD+ podrían incentivar a 
los gobiernos a que reformen sus marcos legales y fortalezcan 
los derechos forestales comunitarios, siempre que formen parte 
integral de un acuerdo y plan de implementación de la REDD+vii.

i	 RRI,  2014c;  Williams,  2013.  
ii	 Newton  y otros,  próxima  publicación.  
iii	 RRI,  2014b.  
iv	 RRI,  2014c.  
v 	 RRI,  2014b.
vi	 Rainforest  Foundation  UK,  2013;  Karsenty  y otros,  2014;  Larson y otros,  2013.  
vii	 RRI,  2014b.
  

RECUADRO  2  |  �IMPLICACIONES DE LA REDUC-
CIÓN DE EMISIONES DERIVADAS 
DE LA DEFORESTACIÓN Y LA 
DEGRADACIÓN  

A pesar de esta destrucción, los bosques del mundo 
todavía actúan como sumideros de carbono enorme-
mente valiosos sin los cuales el cambio climático sería 
aún mayor. En conjunto, los bosques del mundo  
almacenan más carbono que la atmósfera8, y absor-
bieron alrededor del 50% de las emisiones de gases de 
efecto invernadero procedentes de combustibles  
fósiles en 20099.

Si no se proporciona a las comunidades el recono-
cimiento legal y la protección gubernamental que 
necesitan y merecen, sus bosques se convertirán 
seguramente en fuente de emisiones de CO2

a. Una vez 
desforestados, estos bosques comunitarios dejaran 
también de ser sumideros de carbono, creando un 
impacto doblemente negativo sobre el climab. 

Por toda América Latina, África y Asia, los bosques 
comunitarios están bajo la presión de transacciones 
de tierra a gran escala y de proyectos de inversión 
(conocidos como acaparamiento de tierras)10. Por 
ejemplo, las concesiones mineras, petroleras y de gas 
natural otorgadas en años recientes cubren actual-
mente casi tres cuartas partes de la región amazónica 
peruana, sede de muchos pueblos indígenas y comu-
nidades locales11. Y alrededor de la mitad de Liberia, 
con densos bosques, está adjudicada para el uso 
comercial, principalmente a compañías extranjeras 
de minería y de aceite de palma12.

Con la excepción de algunas iniciativas internaciona-
les para actividades de REDD+ (ver Recuadro 2), los 
organismos de desarrollo, los gobiernos y otros no 
han tomado en consideración de manera suficiente 
la conexión entre el fortalecimiento de los derechos 
forestales comunitarios y la mitigación del cambio cli-
mático. Por ejemplo, el Quinto Informe de Evaluación 
de 2014 del Grupo Intergubernamental de Expertos 
sobre el Cambio Climático (IPCC) apenas menciona 
que los derechos claros a la tierra, el cumplimiento 
de la ley y el manejo de los bosques comunitarios son 
importantes para la mitigación, y meramente con-
cluye que “se necesita más investigación”13. 

a.  Aunque  este  informe  tiene  que  ver  con  la  mitigación  del  cambio  climático,  
el  fortalecimiento  de  los  derechos  forestales  comunitarios  tiene  otros  beneficios.  
Éstos  incluyen  ayudar  a  las  comunidades  a  adaptarse  al  cambio  climático,  
la  garantía  de  medios  de  subsistencia,  la  conservación  de  la  biodiversidad  y  
el  evitar  o  reducir  conflictos,  entre  otros.  Al  enfocarnos  en  la  mitigación  del  
cambio  climático  no  estamos  obviando  estos  otros  valiosísimos  beneficios  o  
insinuando  que  son  menos  importantes.

b. Los  árboles  almacenan  CO
2
  como  carbono,  con  el  carbono  convirtiéndose  

en  CO
2
  al ser liberado  por  la  deforestación  o  la  degradación  forestal.  La  

relación  entre  el  peso  del  CO
2
  y  el  del  carbono  es  de  3,666  toneladas  

métricas  de  CO
2 
 por  tonelada  métrica  de  carbono.
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Los principales organismos de desarrollo también 
han perdiendo la oportunidad de hacer del fortale-
cimiento de los derechos forestales comunitarios un 
eje central de sus políticas o programas de cambio 
climático. La Agencia de los Estados Unidos para 
el Desarrollo Internacional (USAID), la donante de 
ayuda más grande del mundo14, apenas menciona 
el tema en su Climate Change and Development 
Strategy 2012–2016 [Estrategia para el Cambio 
Climático y el Desarrollo 2012–2016]15.
 
Hay evidencia sólida de que el fortalecimiento de los 
derechos forestales comunitarios está asociado a los 
bosques saludables. Por ejemplo, un estudio reciente 
midió el carbono en 30 bosques comunitarios 
en el curso de tres a cuatro años en Guinea-
Bissau, India, Malí, Nepal, Papúa Nueva Guinea, 
Senegal y Tanzania. Los 30 bosques comunitarios 
mostraron un incremento en el promedio total 
del almacenamiento del carbono forestal de 4,9 
toneladas métricas por hectárea por año16. 

En tres bosques, las reservas totales de carbono 
disminuyeron debido a la tala ilegal para crear tierra 
de cultivo por parte de personas que no son miem-
bros de la comunidad17. Un análisis separado de 
80 bosques en 10 países de América Latina, África 
Oriental y Asia Meridional encontró que el manejo 
de los bosques por las comunidades está ligado a 
altos niveles de almacenamiento de carbono18.

A nivel mundial, aproximadamente 37.700 millones 
de toneladas métricas de reservas de carbono están 
contenidas en la biomasa viva de 513 millones de 
hectáreas de bosques comunitarios reconocidos  
por el Gobierno19, casi equivalente al carbono que 
contienen todos los bosques de Norte América20. 
Si este carbono fuese liberado a la atmósfera como 
CO2, sería aproximadamente igual a 29 veces las 
emisiones de CO2 producidas anualmente por todos 
los vehículos de pasajeros del mundo21.

El fortalecimiento de los derechos de estas comuni-
dades y su extensión a otros bosques comunitarios 
puede proporcionar un nuevo frente en la batalla en 
contra del cambio climático, y debe ser reconocido y 
priorizado por legisladores y organismos de ayuda.

“A nivel mundial, 
aproximadamente 37.700 

millones de toneladas 
métricas de reservas de 

carbono están contenidas 
en la biomasa viva de 513 

millones de hectáreas  
de bosques comunitarios 

reconocidos por el Gobierno, 
casi equivalente al carbono 

que contienen todos  
los bosques de  

Norte América”.

Este informe se organiza de la siguiente manera: 

▪▪ LA SECCIÓN II ofrece los antecedentes de los 
derechos forestales comunitarios, incluyendo  
un marco conceptual.

▪▪ LA SECCIÓN III presenta la metodología del 
informe.

▪▪ LA SECCIÓN IV presenta tres categorías 
de reconocimientos legales y de acción 
gubernamental, al igual que su relación con la 
salud forestal.

▪▪ LA SECCIÓN V concluye con un resumen del 
análisis, resultados  y recomendaciones a 
realizarse por donantes, gobiernos, empresas  
y otras partes interesadas. 
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 LA SECCIÓN II

RECONOCIMIENTO 
LEGAL Y PROTECCIÓN 
GUBERNAMENTAL 
DE LOS DERECHOS 
FORESTALES 
COMUNITARIOS 
El reconocimiento legal y la protección gubernamental de los 

derechos forestales comunitarios difiere de un país a otro, al igual 

que dentro de los países y entre comunidades.  
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¿Cuáles son los derechos forestales 
comunitarios?
En la práctica muchas comunidades ejercen una 
serie de derechos sobre sus bosques, pero sus gobi-
ernos solo les otorgan derechos legales limitados. 
Éstos les permiten, por ejemplo, utilizar los recursos 
forestales para propósitos específicos tales como 
la recogida de madera o de plantas medicinales22. 
Muchas otras comunidades no tienen derechos legales 
sobre los bosques que consideran su hogar y ejercen 
derechos que son completamente extraoficiales o 
consuetudinarios23. 

Los derechos que las comunidades pueden poseer y 
que los gobiernos tienen el poder de reconocer legal-
mente incluyen los siguientes:  

▪▪ ACCESO: derecho a entrar o pasar por un bosque.

▪▪ EXTRACCIÓN O USO: derecho a beneficiarse de los 
recursos de los bosques.

▪▪ MANEJO: derecho a tomar decisiones sobre los 
recursos forestales y sobre un área forestal en la 
cual la comunidad tiene derechos de acceso y de 
extracción o uso.

▪▪ EXCLUSIÓN: derecho a negar acceso a un bosque y 
su uso.

▪▪ DEBIDO PROCESO  LEGAL Y COMPENSACIÓN: derecho a 
impugnar legalmente intentos gubernamentales 
de despojar a una comunidad de uno, varios o 
todos sus derechos forestales.

▪▪ PLAZO: el período de tiempo en que una comuni-
dad puede ejercer sus derechos, ya sea limitados o 
reconocidos en perpetuidad. 

▪▪ ENAJENACIÓN: derecho a transferir el bosque a  
otro mediante venta, arrendamiento, u algún  
otro medio24. 

Muchos de estos derechos pueden jugar un papel 
crítico de ayuda a las comunidades a resistir las 
presiones hacia la deforestación y a mantener bosques 
saludables. Por ejemplo, sin el derecho de excluir 
intereses externos tales como los madereros o las 
empresas mineras, las comunidades no tienen recurso 
legal para detener las invasiones25. Con frecuencia, 
las comunidades con los bosques más saludables 
son aquellas que pueden hacer sus propias reglas y 
retener su autoridad de manejo26. Las investigaciones 

han demostrado que ésto se cumple en países como 
Honduras, Nicaragua y Tanzania27. Un análisis de 84 
comunidades en África y Asia encontró una correl-
ación similar28.

De igual manera, el derecho de una comunidad a 
utilizar o recolectar recursos forestales puede propor-
cionar beneficios económicos positivos que pueden 
dar fuertes incentivos a las comunidades para que 
inviertan en el manejo sostenible y la protección de 
sus bosques29. El fortalecimiento de los derechos fores-
tales comunitarios puede fomentar un incremento 
en la inversión local que ayude a mejorar el manejo 
de los bosques.  Y las mejoras en el manejo forestal 
pueden incrementar los flujos de bienes y servicios de 
alto valor y reforzar los incentivos económicos para la 
protección de los bosques.

¿Cómo se protegen?  
En primer lugar, más allá del reconocimiento de los 
derechos legales, muchos factores afectan la fortaleza 
de los derechos forestales de la comunidad, como el 
nivel de conflicto o cooperación dentro de las comu-
nidades30. Pero tal vez el factor más importante sea 
que el Gobierno actúe para proteger esos derechos, 
utilizando los recursos y la autoridad legal a su dis-
posición31 (ver Gráfico 1). La protección gubernamen-
tal puede incrementar la seguridad de los derechos 
legales a los bosques de una comunidad o puede 
ayudar a garantizar que la comunidad obtenga los 
beneficios plenos de los derechos legales mediante:

▪▪ documentación de derechos, tales como el mapeo 
y registro de un bosque comunitario;

▪▪ ejercicio de los derechos, tales como la expulsión 
de los colonos y madereros ilegales;▪▪ asistencia técnica e incentivos para mejorar la 
sostenibilidad y el acceso a los mercados32.

Igualmente, las acciones gubernamentales pueden 
tener un impacto negativo sobre los derechos fores-
tales de una comunidad e incrementar el riesgo de 
altas emisiones de CO2 a través de la negligencia o de 
actividades que socaven los derechos forestales de  
una comunidad. Éstas pueden incluir: 

▪▪ imposición de excesivos obstáculos burocráticos, 
tales como el retraso de la autorización guberna-
mental para que las comunidades utilicen o se 
beneficien de los recursos forestales33; 
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Gráfico 1  | Algunas acciones gubernamentales que pueden proteger o socavar los derechos  
	 forestales comunitarios 

PROTEGESOCAVA

DERECHOS 
FORESTALES 

COMUNITARIOS

Aliarse con los  
colonos ilegales

Mapear bosques  
comunitarios

Otorgar concesiones  
comerciales sobre  

bosques comunitarios  

Registrar bosques  
comunitarios

Confabularse con  
elites locales

Expulsar madereros  
ilegales

Impone obstáculos  
burocráticos excesivos

Ofrecer asistencia  
técnica

Promover el manejo comu-
nitario de los bosques

▪▪ falta de actuación en contra de colonos ilegales o 
complicidad con ellos34;

▪▪ otorgación de concesiones minerales y petroleras 
dentro del bosque de la comunidad35; 

▪▪ confabulación con las élites locales para retener 
recursos forestales de alto valor36.
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 LA SECCIÓN III

MEDICIÓN DEL 
IMPACTO DE LOS 
DERECHO FORESTALES 
COMUNITARIOS: 
METODOLOGÍA
Los resultados de este informe están basados en el análisis de 

aproximadamente 130 estudios sobre la intersección entre los 

derechos forestales comunitarios, la deforestación y la salud forestal, 

y el cambio climático.  
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Estos estudios fueron identificados con 
búsquedas de palabras claves y las referencias  
de dos revisiones bibliográficas recientes: 
Seymour y otros, y Zulu y otros37. Incluyen 
estudios de casos cualitativos y cuantitativos, 
metaestudios (los cuales analizan los resultados 
de estudios múltiples) y revisiones bibliográficas. 
Casi todos fueron publicados en los últimos 10 
años y algunos de los estudios más recientes 
utilizan datos satelitales. Los estudios utilizan 
varias medidas de salud forestal, como porcentaje 
de cubierta forestal y cambios de densidad, 
tamaño, volumen, o biomasa total de los árboles38. 
WRI también realizó nuevos análisis satelitales 
y de carbono acerca de la pérdida y ganancia 
de cubierta forestal en relación con los bosques 
comunitarios (ver Apéndice A).

En conjunto, los estudios contenidos en la 
bibliografía proporcionan evidencia contundente 
de las conexiones entre la salud forestal y los 
derechos comunitarios, los cuales se pueden 
organizar en tres tipos:

▪▪ METAESTUDIOS Y GRANDES ESTUDIOS COMPARATIVOS 
que ofrecen sólida evidencia de que el recono-
cimiento legal y la protección gubernamental 
de los derechos forestales comunitarios están 
asociados a bajos niveles de deforestación. 

▪▪ ESTUDIOS COMPARATIVOS Y OTROS SIMILARES que  
controlan varias variables y determinan si el 
reconocimiento legal y la protección guberna-
mental de los derechos forestales comunitarios 
podría lograr evitar la pérdida de bosque.

▪▪ CASOS DE ESTUDIOS que ofrecen más contexto y 
análisis profundo.

La literatura bibliográfica, y por lo tanto este informe, 
se enfoca en 14 países de América Latina, África y 
Asia. En conjunto estos contienen aproximadamente 
323 millones de hectáreas de bosque comunitario 
reconocidos  por el Gobierno, 68% del total estimado 
del de los países de ingreso bajo y mediano (ver Grá-
fico 2), al igual que bosques comunitarios sustancia-
les sin reconocimiento legal39. En seis de los países, 
como Brasil e Indonesia, los bosques cubren por lo 
menos la mitad del área terrestre40 (ver Cuadro 1).

Fuente: RRI, 2014c. Los datos sobre los bosques comunitarios reconocidos  por el Gobierno en Ecuador provienen de la Red Amazónica de Información Socioambiental 
Georreferenciada (RAISG, 2012). Los datos sobre la cantidad de bosques comunitarios en Nicaragua son del Inventario Nacional Forestal, 2008.

Gráfico 2  |  �Bosques comunitarios por país reconocidos por los gobiernos, como porcentaje del total de los 
bosques que gozan de reconocimiento gubernamental en países de ingreso bajo y mediano 

Brasil
31%

Otros
32%

México
10%

Papúa Nueva 
Guinea 6%

Colombia 6%

Bolivia 5%

Tanzania 4%

Perú 4%

Ecuador 1.41%

Nepal 0.35%

Honduras  0.29%

Indonesia 0.21%

Guatemala 0.08%
Nicaragua 0.03%
Níger n.d.
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Nota: Los bosques comunitarios reconocidos  por el Gobierno pueden incluir tipos de bosques comunitarios no incluidos en las discusiones sobre los casos de la Sección IV. 
Por ejemplo, Brasil incluye tierras indígenas, bosques comunitarios de uso sostenible y comunidades afrobrasileñas, entre otros. El caso de Brasil que se analiza en este informe 
solo se refiere a las tierras indígenas. Los bosques comunitarios reconocidos  por el Gobierno como porcentaje del bosque nacional se calcularon utilizando datos sobre totales 
de hectáreas forestales de la FAO, 2010, con datos sobre totales de hectáreas de bosques comunitarios reconocidos  por el gobierno de RRI, 2014c. Los datos sobre bosques 
comunitarios en Ecuador son de RAISG, 2012. Los datos sobre la cantidad de bosques comunitarios en Nicaragua son del Inventario Nacional Forestal, 2008. 

Cuadro 1  |  Datos relacionados con los bosques de los 14 países

BOLIVIA

A
M

ÉR
IC

A
 L

AT
IN

A
Á

FR
IC

A
A

S
IA

ECUADOR

MÉXICO

NÍGER

INDONESIA

BRASIL

GUATEMALA

NICARAGUA

TANZANIA

NEPAL

COLOMBIA

HONDURAS

PERÚ

PAPÚA  
NUEVA 
GUINEA

en total 

36% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 55%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

33% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 71%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

52% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 1%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

53% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 44%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

34% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 10%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

26% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 49%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

38% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 63%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

25% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 49%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

62% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 28%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

46% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 27%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

53% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 26%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

63% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 97%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

55% con 
cubierta forestal 
de los cuales 

el 49%  
son bosques 
reconocidos por 
el Gobierno

en total 

1% con  
cubierta forestal 
de los cuales 

no hay datos
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El resto de este informe examina la relación, en  
estos 14 países, entre los derechos legales a los 
bosques, la acción gubernamental que protege (o no) 
estos derechos, la deforestación y las emisiones de 
CO2 asociadas. Los bosques comunitarios en cada 
país son evaluados teniendo en cuenta dos factores 
fundamentales: derechos forestales legales y  
acción gubernamental. 

Como se define en la Sección II, los derechos fores-
tales son acceso, extracción/uso, manejo, exclusión, 
debido proceso legal/compensación, plazo y enajen-
ación. La determinación de los derechos legales de las 
comunidades para cada tipo de bosque comunitario 
presentado se basa en una evaluación de las leyes 
por país realizada por RRI y en investigaciones 
suplementarias.

Las acciones gubernamentales pueden agruparse en 
dos grandes categorías:

▪▪ ACCIÓN GUBERNAMENTAL POSITIVA (+): El Gobierno 
protege los derechos forestales comunitarios 
mediante la garantía de los derechos o ayudando 
a la comunidad a obtener beneficios plenos de 
sus derechos legales a través de, por ejemplo, el 
mapeo o el registro de sus bosques, u ofreciendo 
asistencia técnica.

▪▪ ACCIÓN GUBERNAMENTAL NEGATIVA (–): El Gobierno 
debilita los derechos forestales comunitarios al 
olvidar su protección o socavando sus derechos 
a través de, por ejemplo, la adjudicación de sus 
bosques a empresas para la minería o la produc-
ción de aceite de palma. 

La acción gubernamental se determinó positiva o 
negativa principalmente a través de estudios recop-
ilados durante la evaluación. Las  experiencias de las 
comunidades varían y los gobiernos pueden ser por lo 
general proteccionistas pero quedarse cortos en otros 
casos, o viceversa.

Como se mencionó anteriormente, este informe 
depende de estudios que utilizan varias medidas de 
salud forestal. En general, los estudios comparan la 
deforestación o la salud del bosque comunitario con 
áreas vecinas o con bosques protegidos por el Gobi-
erno. Por consiguiente, el informe define los resulta-
dos en los bosques  en términos generales de la  
forma siguiente: 

▪▪ RESULTADOS POSITIVOS EN LOS BOSQUES: reforestación 
observada, mejoras en la salud forestal o bajo 
nivel de deforestación en el bosque comunitario.

▪▪ RESULTADOS NEGATIVOS EN LOS BOSQUES: alto nivel de 
deforestación observado o degradación del bosque 
comunitario.

Los 14 casos de países están clasificados primero por 
derechos legales y la actuación de los gobiernos en 
relación con esos derechos (ver Cuadro 2).  

El análisis de la salud forestal y los resultados se 
presentan, por lo tanto, en tres categorías: 

▪▪ Comunidades sin o con débil reconocimiento legal 
de sus derechos forestales.

▪▪ Comunidades con algunos derechos legales re-
forzados por la acción gubernamental positiva.

▪▪ Comunidades con algunos derechos legales, pero 
donde la acción gubernamental negativa socava 
estos derechos. 

Los resultados son extraídos de estudios que conectan 
los bajos niveles de deforestación al reconocimiento 
legal y la protección gubernamental, o que muestran 
que la ausencia de los derechos legales tiende a hacer 
que los bosques sean vulnerables a la deforestación y a 
las emisiones de CO2 asociadas (ver la discusión sobre 
los límites de la investigación en el Recuadro 3).

Justificar una relación causal, en vez de una asociación, 
entre el reconocimiento legal y la protección gubernamental 
de los derechos forestales comunitarios y la reducción de 
la deforestación es difícili. Las causas de la deforestación 
tienen muchas variablesii, es difícil encontrar datos de 
ubicación precisos para los bosques comunitariosiii, y los 
investigadores definen la terminología y los conceptos de 
forma diferenteiv. Otros factores además de la fortaleza de los 
derechos forestales de la comunidad también pueden afectar los 
niveles de deforestación y la salud forestal, como los vínculos 
comunitarios a las redes de apoyov, la ubicación y tamaño 
del bosque  de una comunidadvi, y el valor de los recursos 
de la tierra o forestales  para los inversionistas potencialesvii. 
No obstante, el análisis presentado aquí se basa en un gran 
volumen de evidencia sólida y convincente.  

i	 Zulu  y otros,  2014;  Naughton-Treves  y  Wendland,  2014;  Robinson  y otros,  2013.  
ii 	 Zulu  y otros,  2014;  Agrawal  y  Chhatre,  2005;  Ferretti-Gallon  y  Busch,  2014.  
iii	 Naughton-Treves  y otros,  2013.  Naughton-Treves  y otros,  2013.
iv	 Naughton-Treves  y  Wendland,  2014.  
v 	 Lawry,  2013.  
vi 	 Larson  y otros,  2010.
vii  Adeney,  2009;  Andersson,  2012;  Nepstad  y otros,  2006.  

RECUADRO 3  |  �LIMITES DE LA INVESTIGACIÓN  
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Cuadro 2  |  Clasificación de casos de países por derechos forestales comunitarios y acción gubernamental

REGIÓN PAÍS TÉRMINO OFICIAL /
CATEGORÍA LEGAL DERECHOS LEGALES RECONOCIDOS ACCIÓN 

GUBERNAMENTAL

América 
Latina

Bolivia (región 
amazónica) Títulos comunitarios originales A

 
  EN

 
EM

 
M

 
E

 
D

 

Brasil (región 
amazónica) Tierras indígenas A

 
 EN

 
EM

 
M

 
E

 
D

 

Colombia (región 
amazónica) Reservas indígenas A

 
 EN

 
EM

 
M

 
E

 
D

 X
Ecuador (región 
amazónica) Territorios indígenas A

 
 EN

 
EM

 
M

 
E

 
i X

Guatemala (Petén) Concesiones comunitarias A
 

 EN
 

EM
 

M
 

E
 

D
 

Honduras  
(Rio Plátano) Concesiones comunitarias A

 
 EN

 
EM

 
M

 
E

 
ii X

México Ejidos y comunidades agrarias A
 
 EN

 
EM

 
M

 
E

 
D

 
ENA iii

Nicaragua 
(Bosawás) Tierras comunales A

 
 EN

 
EM

 
M

 
E

 X
Perú (región 
amazónica) Reservas indígenas A

 
 EN

 
EM

 
iv M

 
E

 
D

 X

África

Níger Agroforestal A
 

 EN
 

EM
 

M
 

E
 
v

Tanzania
Reservas forestales de tierras 
locales y gestión conjunta de 
bosques

A
 

 EN
 

EM
 

M  vi D
          

vii

Asia

Nepal Bosques comunitarios A
 

 EN
 

EM
 

M
 

E
 

ENA viii 

Indonesia Varios Varíaix X
Papúa Nueva 
Guinea Tierra comunal consuetudinaria A

 
 EN

 
EM

 
M

 
E

 
D

 
ENA

 X

Leyenda de los  
derechos legales: 

	�  A  = acceso     EN  = extracción y uso de productos forestales no madereros   EM  = extracción y uso de productos forestales madereros  

M  = manejo     E  = exclusión    D  = debido proceso legal y compensación   ENA  = enajenación              = duración ilimitada 

Leyenda de la acción  
gubernamental:  	   = acción gubernamental positiva;  X = acción gubernamental negativa

i 	 No hay información sobre si las reservas indígenas ecuatorianas poseen el derecho al debido proceso legal y compensación.
ii 	 No hay información sobre si las concesiones comunitarias hondureñas poseen el derecho al debido proceso legal y compensación.
iii 	 En el caso de las comunidades agrarias, la enajenación solo incluye el derecho a arrendar la tierra y a usarla como garantía para un préstamo.
iv 	 La ley solo da derecho a la extracción para la subsistencia.
v	 No hay datos sobre si los derechos tienen una duración ilimitada.
vi		  La ley da a la comunidad el derecho a formar parte de una junta de administración.
vii		 Village Land Forest Reserves (Reservas forestales de tierras locales) tienen una duración ilimitada. Joint Forest Management (gestión conjunta de bosques) tiene una 	

	 duración limitada.
viii	 Solo da derecho a usar la tierra como garantía para un préstamo.
ix 	 Antes de un fallo del Tribunal Constitucional en 2013, las comunidades tenían derechos legales a sus bosques, pero solo si el Gobierno lo autorizaba, lo que ha hecho 	

	 solamente en el caso de unas pocas comunidades. Como consecuencia, la mayoría de las comunidades no tienen derechos legales a sus bosques.
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 LA SECCIÓN IV

EL IMPACTO SOBRE 
EL CLIMA DE LOS 
DERECHOS FORESTALES 
COMUNITARIOS: 
ANÁLISIS Y 
RESULTADOS
Docenas de estudios descritos en esta sección confirman una relación 

entre el bajo nivel de deforestación, el reconocimiento legal y la 

protección gubernamental de los derechos forestales comunitarios. 

Lo contrario también es cierto. Cuando las comunidades no tienen 

derechos legales o son débiles, sus bosques tienden a ser vulnerables 

a la deforestación y a las emisiones de CO
2
 asociadas. 
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Ningún o débil reconocimiento legal y 
acción gubernamental negativa
En muchos países, los gobiernos no reconocen 
legalmente los derechos forestales comunitarios, o 
solo lo hacen de forma débil. Por ejemplo, los gobi-
ernos retienen el control administrativo legal sobre 
el 99% de los bosques de la región de la Cuenca del 
Congo, el 99% de los bosques del Sudeste Asiático 
peninsular y todos los bosques de Rusia41.

Asimismo, metaestudios recientes y estudios 
comparativos presentan evidencia de que el recono-
cimiento legal débil, o su falta, podría resultar en 
altos niveles de deforestación. Un metaestudio de 
Naughton-Treves y otros analizó 118 casos de dife-
rentes derechos forestales, incluyendo a los bosques 
comunitarios, partiendo de 150 publicaciones. 
Su conclusión: los derechos comunitarios débiles 
están “estrechamente ligados” a altos niveles de 
deforestación mientras que los derechos sólidos 
están ligados a bajos niveles de deforestación42 (ver 
como los estudios comparativos aplican a la adicio-
nalidad y a las fugas en el Recuadro 4).

Al controlar múltiples variables, las investigacio-
nes cuantitativas avanzadas también sugieren que 
los derechos forestales legales débiles, o su falta, 
podrían resultar en la deforestación de los bosques 
comunitarios. Nolte y otros analizaron los bosques 
comunitarios indígenas legalmente reconocidos 
en Brasil, al igual que las áreas protegidas por los 
gobiernos y los bosques de uso sostenible, teniendo 
en cuenta múltiples variables (como ubicación, 
topografía y tiempo de viaje a las ciudades princi-
pales, entre otros), para determinar el efecto del  
reconocimiento legal43. De 2001 a 2005, los bosques 
indígenas legalmente reconocidos en Brasil, en 
promedio, experimentaron una deforestación de 
solo un 0,21%, comparado con la deforestación 
habitual del 4,47%44. Es decir, la deforestación en 
los bosques indígenas probablemente hubiese sido 
22 veces más alta si no hubiesen estado legalmente 
reconocidos y  protegidos. El resultado se ve confir-
mado por la evidencia de Indonesia, donde la may-
oría de las comunidades  no tienen reconocimiento 
legal de sus derechos forestales, en combinación 
con la acción gubernamental negativa.

Las grandes áreas forestales de Indonesia están 
bajo amenaza. Mientras el país presume de la sexta 
biomasa terrestre más grande del mundo45, también 
es el segundo emisor más grande de CO2 proveni-
ente de usos de la tierra46, principalmente por la 
deforestación extensiva. Esta situación es parcial-
mente resultado de una falta de  reconocimiento 
legal de los derechos forestales comunitarios, al 
igual que  de acciones gubernamentales nocivas 
contra estos derechos. 

La Ley Forestal Nacional de Indonesia autoriza al 
Gobierno a manejar los bosques. La ley concierne 
dos categorías forestales: bosque nacional (Hutan 
Negara) y bosque privado (Hutan Hak). Actual-
mente, ningún bosque privado ha sido reconocido 
por el  Gobierno.  Cuatro tipos de licencias pueden 
ser emitidas a las  comunidades que reconocen los 
derechos sobre el bosque nacional47, pero solo unas 
pocas comunidades potencialmente elegibles han 
obtenido reconocimiento legal bajo la Ley For-
estal48. De por lo menos 42 millones de hectáreas 
de bosques en manos de las comunidades por los 
derechos consuetudinarios49, solo un millón de 
hectáreas están legalmente reconocidas por  
el Gobierno. 

El Gobierno adjudica bosques comunitarios indíge-
nas de manera rutinaria a las concesiones de aceite 
de palma, las plantaciones de madera industrial 
para pulpa y papel y para otros usos conflictivos de 
la tierra50. En 2008, por ejemplo, el aceite de palma 
fue responsable del 27% de la  deforestación total 
en un distrito de la Provincia de Borneo Occidental, 
que contiene el 59% de los bosques comunitarios, 
con o sin reconocimiento legal51. Para 2011, el 
número de  bosques comunitarios superpuestos con 
concesiones de aceite de palma se multiplicó a más 
del doble en ese distrito52. 

El análisis original de WRI sobre la deforestación 
ocurrida de 2000 a 2012 en las comunidades indí-
genas Sakapat de la Provincia de Borneo Occidental 
se presenta en el Gráfico 3. La comunidad levantó 
un mapa de su bosque y presentó su reclamación a 
la Alianza de Pueblos Indígenas del Archipiélago de 
Indonesia (AMAN), una ONG de Indonesia, la cual 
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La “adicionalidad” es un término del cambio climático que 
significa que una acción particular, tal como el fortalecimiento 
de los derechos  legales de la comunidad a su bosque, tiene un 
valor añadido para la mitigación del cambio climático. En otras 
palabras, la adicionalidad tiene que ver con lo que hubiese pasado 
si no se hubiese realizado ninguna acción. Esto es pertinente para 
los bosques comunitarios porque en algunos casos los derechos 
comunitarios se reconocen legalmente sobre una área forestal 
que no está sujeta a las presiones hacia la deforestación. Hay 
poca posibilidad de que se deforeste a corto plazo. Por ende, el 
fortalecimiento de los derechos de la comunidad no ofrece un 
valor añadido climático porque, en cualquier caso,  el bosque no 
se hubiese perdido.  

Para abordar este tema, un número de estudios utilizan métodos de 
investigación que controlan múltiples variables con el propósito de 
determinar que le hubiese ocurrido al bosque si los derechos de 
las comunidades no hubiesen sido reconocidos. Varios estudios 
hacen esto mediante “correlaciones” entre bosques comunitarios 
legalmente reconocidos y bosques desprotegidos con caracter-
ísticas similaresi. Por ejemplo, un análisis de concordancia a 
nivel mundial realizado por Nelson y Chomitz encontró que los 
bosques comunitarios indígenas y locales legalmente reconocidos 
y protegidos son tan efectivos como las áreas gubernamentales 
estrictamente protegidas, o hasta más en la prevención de la 
deforestación, particularmente en  América Latinaii.

Este tipo de técnicas no son medidas perfectas de la deforestación 
evitada y ni de las emisiones de CO

2
. No abordan el tema de 

las fugas, una parte crítica de la adicionalidadiii. Las fugas 
ocurren cuando los esfuerzos para detener la deforestación en 
una área sirven para empujarla a otra área que de otra manera 
hubiese permanecido intacta. Por ende, las emisiones de dióxido 
de carbono se mueven de un lugar a otro en vez de evitarse 
completamente. Cuando esto ocurre, se reducen los valores 
añadidos de la mitigacióniv.  

i Scullion y otros, 2014.
ii Nelson y Chomitz, 2011.
iii Nepstad y otros, 2006.
iv ODI, sin fecha.

RECUADRO 4  |  ADICIONALIDAD Y FUGAS  sometió los mapas para el reconocimiento oficial. 
Sin embargo, el Gobierno todavía no ha recono-
cido los derechos a los bosques de la comunidad. 
Desde 2005, la deforestación ha incrementado 
notablemente.

Otras comunidades en Indonesia han tenido 
experiencias similares. En la región de Papúa, los 
gobiernos y las empresas están convirtiendo los 
bosques de las comunidades indígenas malind en 
tierras para la agricultura comercial. En la ausencia 
de verdadera información proveniente de los gobi-
ernos o de las empresas explicando que sus bosques 
serán irreversiblemente perdidos, las comunidades 
están dando consentimiento al uso comercial de sus 
tierras a largo plazo por menos de US$1 por hec-
tárea por año. El resultado ha sido el surgimiento 
de conflictos violentos53. 

En 2013 la Suprema Corte de Indonesia declaro 
inconstitucional una disposición de la Ley Forestal 
que limitaba los derechos de las comunidades indí-
genas en los bosques nacionales. El fallo reconoció 
la propiedad comunitaria sobre los bosques por 
primera vez54. La nueva legislación que implemen-
tará esta decisión y reconocerá la propiedad legal de 
las comunidades sobre sus bosques está pendiente, 
y sentará la base para reducciones potencialmente 
importantes en las emisiones de CO2 provenientes 
de la deforestación en Indonesia. 

RESULTADO #1: 
Cuando las comunidades no tienen derechos legales, o 
estos son débiles, sus bosques tienden a ser vulnerables a la 
deforestación y así convertirse en fuente de emisiones  
de dióxido de carbono. 
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Gráfico 3  |  �Pérdida de cubierta forestal detectada por satélite en la Provincia de Borneo Occidental, 
Indonesia, 2000–12, para los bosques comunitarios sin reconocimiento oficial

Fuente: Datos sobre la pérdida de cubierta forestal de Hansen y otros, 2013. Muestran el cambio forestal con una resolución espacial de  30 metros alrededor del mundo. 
Datos sobre el bosque comunitario provienen del  Ancestral Domain Registration Agency en Indonesia y están basados en el mapeo comunitario realizado por SEKALA, 
Participatory Mapping Network y AMAN. WRI utilizó este conjunto de datos para crear el análisis y la visualización gráfica que se presenta más arriba.
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Reconocimiento legal y acción 
gubernamental positiva
Los siete países examinados incluyen bosques 
comunitarios que disfrutan del reconocimiento legal 
y tienen gobiernos que por lo general protegen esos 
derechos: Bolivia, Brasil, Guatemala, México, Nepal, 
Níger y Tanzania. Estos derechos están ligados 
a los bosques saludables y a los bajos niveles de 
deforestación con beneficios consiguientes para la 
reducción de emisiones de CO2. 

Bolivia (región amazónica)
Los pueblos indígenas de Bolivia tienen derecho a 
obtener títulos comunitarios originales que recono-
cen sus derechos a manejar y beneficiarse de la 
tierra. El Gobierno no retiene propiedad formal. 
A las comunidades se les prohíbe vender su tierra, 
pero pueden explotar los recursos forestales para 
uso comercial, sujeto a un plan de manejo sostenible 
aprobado por el Gobierno55. Un área de 22 millones 
de  hectáreas, ligeramente más grande que Grecia, 
está en manos de los pueblos indígenas en Bolivia en 
el marco de las tierras comunales de origen56.

Las tierras comunales de origen en Bolivia han 
experimentado bajos niveles de deforestación. 
De 2000 a 2010, solo aproximadamente un 0,5% 
de la tierra en las tierras comunales de origen 
reconocidas fue deforestada, en comparación con 
el 3,2% de la deforestación general de la región 
amazónica boliviana57. Los índices de deforestación, 
por tanto, fueron seis veces más bajos en los 
bosques donde los pueblos indígenas tienen tier-
ras comunales de origen que en los otros bosques. 
Un análisis detallado de dos tierras comunales de 
origen muestra resultados aun más drásticos. Las 
tierras comunales de origen tsimane y  multiét-
nico fueron creadas en 1990, cubriendo 400.000 
hectáreas cada una, aunque parte de esta área ha 
sido reasignada a otros desde entonces58. De 1986 
a 2009, la Tierra Comunal de Origen Tsimane 
perdió 5.100 hectáreas o 3,5% de su bosque, mien-
tas que la Tierra Comunal de Origen Multiétnica 
solo perdió el 0,25%. Mientras tanto, los terrenos 
forestales vecinos de propiedad privada perdieron 
aproximadamente 25% de su bosque primario59. 

Brasil (región amazónica)
Con 63.000 millones de toneladas métricas de 
carbono encerrado en su biomasa, Brasil tiene los 
bosques más ricos en carbono del mundo60. La región 
amazónica brasileña contiene aproximadamente la 
mitad de la selva tropical que queda en el mundo y 
el 10% del carbono almacenado en todos los eco-
sistemas terrestres61. Gran parte de este carbono 
está en bosques comunitarios, como un gran  número 
de bosques comunitarios indígenas legalmente reconoci-
dos. Sin embargo, Brasil es también uno de los mayores 
emisores de gases de efecto invernadero provenien-
tes de la deforestación en el mundo62 y el lugar de la 
mayor deforestación amazónica63. Asimismo, el análisis 
muestra que el reconocimiento de los derechos fores-
tales comunitarios está fuertemente asociada con 
una reducción en la deforestación, indicando que las 
emisiones de CO2 provenientes de la deforestación de 
seguridad hubiesen sido peores si las comunidades 
indígenas no tuvieran derechos forestales legales y 
protección gubernamental.

De 1980 a 2007, unas 300 tierras indígenas fueron 
reconocidas legalmente en Brasil, aunque la con-
clusión del proceso oficial de mapeo y de registro 
ha sido lento. Las tierras indígenas otorgan a la  
comunidad el derecho perpetuo a excluir a los otros, 
y a manejar y utilizar el bosque de forma sostenible, 
con el Gobierno reteniendo propiedad formal. Los 
recursos forestales pueden utilizarse para propósitos 
comerciales sujetos a la aprobación de un plan de 
sostenibilidad, pero la tala de árboles para la venta 
requiere la aprobación del Congreso Nacional. Lo 
que es más importante, los derechos de los pueblos 
indígenas a excluir a los otros se extienden a los 
minerales del subsuelo, y el Gobierno, por lo general, 
tiene prohibido adjudicar los derechos minerales de 
estas áreas64.

Numerosos estudios muestran la eficicacia de las 
tierras indígenas en la resistencia contra las  pre-
siones hacia la deforestación en Brasil. Un análisis 
comparativo de Nolte y otros comparó la habilidad 
de las áreas protegidas por los gobiernos, las áreas 
de uso sostenible y los bosques comunitarios indí-
genas en la resistencia de las  presiones hacia la 
deforestación, y concluyó que a las “tierras indígenas 
se les calculaba que consistentemente tendrían que 
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enfrentar los niveles más altos de presiones hacia 
la deforestación y han logrado el nivel más alto de 
deforestación evitada”65. De manera similar, Nep-
stad y otros encontraron que las tierras indígenas  
“inhibían firmemente la deforestación en la frontera 
activa agrícola”66.

Estos resultados están respaldados por un análisis 
de la deforestación de la región amazónica brasileña 
realizado por WRI. De 2000 a 2012, la pérdida 
de bosque fue solo de 0,6% dentro de las tierras 
indígenas, comparado con 7,0% fuera de ellas (ver 
Gráfico 4). El Gráfico 5 muestra una sección de la 
región amazónica brasileña bajo  la intensa presión 
hacia la deforestación. La pérdida de bosque entre 
2000 y 2012 se agrupa cerca de las  fronteras de 
las tierras indígenas, pero rara vez dentro de ellas. 

El Gobierno brasileño generalmente protege 
los derechos forestales de los pueblos indíge-
nas, pero los pueblos indígenas con frecuencia 
tienen que defender enérgicamente sus propios 
bosques mediante la expulsión de madereros 
ilegales, ganaderos y otros intrusos67. Las tierras 
indígenas son las únicas áreas del Amazonas con 
carreteras cruzándolas que no han sucumbido a la 
deforestación68. Las carreteras no siempre circun-
valan las tierras indígenas, pero la deforestación sí. 

Como resultado, los bosques comunitarios de la 
región amazónica brasileña tienden a ser relati-
vamente ricos en carbono, conteniendo 36% más 
carbono por hectárea que las áreas de la región 
amazónica brasileña fuera de las tierras indígenas 
(ver Gráfico 4)69. 

El análisis sobre la deforestación y las reservas de 
carbono realizado por WRI encontró que se produ-
jeron 27 veces más emisiones de CO2 fuera de las 
tierras indígenas que dentro de ellas, de 2000 a 2012. 
La pérdida de cubierta forestal de 22,5 millones de 
hectáreas en la región amazónica brasileña fuera de 
las tierras indígenas resultó en 8.700 millones de 
toneladas métricas de CO2 emitidas durante esos 
años. En el mismo periodo, 311 millones de tonela-
das métricas de emisiones de CO2 fueron producto 
de la deforestación de cerca de 677.000 hectáreas 
de bosques dentro de las tierras indígenas. 

Por lo tanto, las tierras indígenas de Brasil juegan 
un papel importante al mantener las emisiones de 
CO2  fuera de la atmósfera. Un cálculo sugiere que las 
tierras indígenas y las áreas protegidas por el Gobierno 
en la región amazónica brasileña podrían evitar 27,2 
millones de hectáreas de deforestación para 2050, un 
área ligeramente más grande que el Reino Unido. Si el 
carbono de esta gran área forestal fuese emitido como 
dióxido de carbono, equivaldría a aproximadamente 
12.000 millones de toneladas métricas de CO2

70, el 
equivalente a tres años de emisiones de CO2 provenien-
tes de todos los países de América Latina y el Caribe71.

Guatemala (Petén)
La Reserva de la Biosfera Maya en el Petén, Guate-
mala, fue establecida en 1989 como Patrimonio de la 
Humanidad de la UNESCO, protegiendo 2,1 millones 
de hectáreas de bosques de tierras bajas. La reserva 
incluye áreas protegidas donde está prohibido el uso 
de todos los recursos forestales, las zonas de amor-
tiguación adyacentes y “zonas de uso múltiple”, donde 
se encuentran 12 concesiones comunitarias y dos 

Gráfico 4  |  Comparación de la pérdida de cubierta forestal, 2000–12, y el valor promedio de la densidad 	
	 del carbono dentro y fuera de las tierras indígenas en la región amazónica brasileña 

Pérdida de cubierta forestal, 2000–12 (Cambio neto forestal) Densidad del carbono (toneladas métricas/ha)

DENTRO

FUERA-7.0% 104

150-0.6%

Fuente: Hansen y otros 2013. Datos sobre el carbono de Saatchi y otros, 2011.
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Gráfico 5  |  �Pérdida de cubierta forestal detectada por satélite en la Provincia de Borneo Occidental, 
Indonesia, 2000–12, para los bosques comunitarios sin reconocimiento oficial

Fuente: Los datos sobre la pérdida de cubierta forestal provienen de Hansen y otros, 2013, y describen cambios forestales con una resolución espacial de 30 metros sobre 
el globo terráqueo. Los datos sobre las tierras indígenas provienen de la Fundación Nacional del Indio (FUNAI), adscrita al Ministerio de Justicia (Fundação Nacional do 
Índio, 2013). Hay 371 tierras indígenas en la serie de datos, que incluye tanto tierras reconocidas plenamente como aquellas todavía en proceso de registro. NOTA: Los 
datos de la FUNAI sobre tierras comunitarias registran unos 35 millones de hectáreas menos que los datos de RRI. La razón de esta discrepancia es que los datos de la 
FUNAI corresponden a las tierras indígenas —no a otros tipos de tenencia, como en el caso de RRI: reservas extractivas, reservas para el desarrollo sostenible,  proyectos 
de asentamientos agro-extractivos, proyectos de asentamientos forestales,  proyectos de desarrollo sostenible y tierras de quilombolas (pueblos de descendencia africana).
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concesiones para la tala industrial. Las  concesiones 
comunitarias reconocen los derechos de los pueblos 
indígenas al manejo, exclusión y uso, entre otras 
cosas, y a operar bajo acuerdos de manejo en perío-
dos renovables de 25 años. Se permite el uso com-
ercial sostenible de los recursos forestales72, pero las 
comunidades deben preparar planes de manejo for-
estal y obtener certificación del Forest Stewardship 
Council [Consejo de Administración de Bosques] 
(FSC). Este organismo internacional de gran presti-
gio establece normas forestales y solo certifica una 
concesión comunitaria si cumple con los principios y 
criterios del FSC, tales como la definición clara de los 
derechos forestales73. Ocho concesiones comunitarias 
están certificadas por el FSC, pero cuatro concesio-
nes pequeñas no han obtenido la certificación debido 
a invasiones por parte de ganaderos74. El Consejo 
Nacional de Áreas Protegidas (CONAP) de Gua-
temala, una agencia gubernamental, supervisa las 
concesiones comunitarias, pero delega mucha de su 
autoridad a un técnico forestal entrenado y acred-
itado. El técnico es pagado principalmente por las  
comunidades y es responsable de hacer cumplir los 
reglamentos, los planes de manejo y otras obligacio-
nes oficiales75.

Una comparación de las concesiones certificadas por 
el FSC con las concesiones comunitarias no certi-
ficadas y con las zonas de amortiguación cercanas y 
áreas protegidas revela que los niveles más bajos de 
deforestación ocurrieron en las concesiones comu-
nitarias certificadas por el FSC. De 1986 a 2007, solo 
experimentaron un 0,02% de deforestación com-
parado con un 0,41% en las áreas protegidas, lo que 
es aproximadamente 20 veces menos deforestación76 
(ver Gráfico 6).

México
En México, los ejidos y las “comunidades agrarias” 
(tierras comunitarias) representan más del 60% de 

Fuente: Hughell y Butterfield, 2008.

Gráfico 6  |  �Tasa de deforestación anual promedio 
en la Reserva de la Biosfera Maya, 
Guatemala, 1986–2007

RESULTADO #2: 
Los derechos legales de las comunidades a los bosques y la 
protección gubernamental de estos derechos tienden a disminuir  
las emisiones de dióxido de carbono y la deforestación.
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los bosques de la nación77. Desde 1986, la Ley For-
estal del país ha reconocido plenamente los derechos 
legales de las comunidades sobre sus bosques, como 
los derechos al uso comercial78, aunque está prohi-
bida la venta de las tierras boscosas comunitarias79. 
A finales de la década de 1990, el Gobierno mexicano 
incrementó el apoyo institucional y de recursos para 
el manejo de los bosques comunitarios, estableci-
endo un Ministerio de Medioambiente y dos pro-
gramas gubernamentales para dar apoyo al uso sos-
tenible de los bosques. Estos programas ayudaron a 
entrenar comunidades para mejorar la sostenibilidad 
y el acceso a los mercados, entre otras cosas80, y el 
Gobierno pagó para que algunas tierras comunitarias 



        31Asegurando derechos, luchando contra el cambio climático

recibieran la certificación del FSC, lo que incrementó 
los beneficios para la comunidad particularmente a 
través de la venta de madera certificada81. En octu-
bre de 2010, unas 8,1 millones de hectáreas de los 
bosques mexicanos estaban bajo planes de manejo de 
bosques comunitarios82.

Este manejo práctico y apoyo a los medios de subsis-
tencia ha ayudado a los ejidos y a las comunidades 
agrarias con recursos forestales comunes para 
minimizar la deforestación83. Los bosques manejados 
por la comunidad en la Península de Yucatán han 
registrado menores niveles de deforestación, como 
las áreas protegidas del Gobierno designadas estric-
tamente para la conservación84. Por ejemplo, de 2000 
a 2005, la Reserva de la Biosfera de Calakmul en 
Yucatán experimentó un índice de deforestación de 
un 0,7%, comparado con un índice de prácticamente 
cero (0,002%) de 2000 a 2004 en un bosque cercano 
manejado por la comunidad85. De 1990 a 2006, dos 
ejidos sin programas de bosques comunitarios per-
dieron hasta 11 veces más bosque que dos ejidos con 
bosques manejados por las comunidades86. 

Incluso, algunos ejidos tienen parcelas plenamente 
individualizadas, sin que queden recursos forestales 
en común, mientras otros retienen recursos forestales 
en común. Los ejidos privatizados muestran más alto 
nivel de deforestación que los ejidos con recursos 
forestales en común87. 

El potencial de mitigación del carbono aquí es 
enorme dado que los bosques manejados por la 
comunidad mejoran su almacenamiento de carbono 
y reducen  las emisiones de CO2  provenientes de la 
deforestación en México. Una muestra de solo cinco 
bosques manejados por la comunidad sumando 
375.500 hectáreas estimaron que su potencial de 
almacenamiento de carbono eran de 64,1 millones de 
toneladas métricas88. Los beneficios para la mitigación 
del cambio climático serían aun mayores si se extend-
iesen a los miles de bosques comunitarios de México.

Nepal
Nepal es un caso bien documentado donde el recono-
cimiento legal y la protección gubernamental de los  
derechos forestales comunitarios han detenido el 
desbroce de árboles y han ayudado a mantener salu-
dables los bosques89, particularmente en las colinas 
y montañas del país, donde se encuentran el 75% de 
los bosques que quedan90. El Gobierno ha delegado 

derechos forestales a las comunidades en los últi-
mos 35 años91 y ha apoyado el establecimiento de 
asociaciones comunitarias legalmente reconocidas o 
grupos de usuarios forestales comunitarios (CFUG)92. 
A las comunidades se les prohíbe desbrozar los 
bosques para usos agrícolas, pero pueden utilizarlos 
para propósitos de subsistencia o comerciales93. El 
25% de los ingresos de los CFUG deben ser invertidos 
en la rehabilitación del bosque comunitario, mientras 
que los fondos excedentes pueden adjudicarse a otras 
inversiones de desarrollo comunitario94.

Los bosques comunitarios actualmente representan 
cerca del 25% de la cubierta forestal de Nepal. En 
2013, más de 17.000 CFUG manejaban cerca de 1,6 
millones de hectáreas de bosques, beneficiando a 
más de 2 millones de hogares95. Los bosques comu-
nitarios están distribuidos por todo el país, encon-
trándose en 74 de 75 distritos96. Con un 32% de la 
población beneficiándose de la silvicultura comuni-
taria, se ha convertido en uno de los más importantes 
programas de reducción de la pobreza del país y 
genera medios de subsistencia sustanciales, al igual 
que beneficios ambientales97. 

El 93% de los CFUG reportan mejorías en las condi-
ciones de sus bosques comunitarios98. En el Valle de 
Chitwan de Nepal, los investigadores observaron, de 
1989 a 2000, mejorías en la salud forestal en áreas 
manejadas por CFUG. Las comunidades protegieron 
y restauraron bosques degradados de manera activa, 
ayudando a lograr un incremento de un 22% en la 
densidad de la vegetación. En 2008, una evaluación 
forestal en las colinas de Koshi mostró un incremento 
de 21% en la biomasa  en los últimos 14 años99. 

Mejorando la salud de las áreas manejadas por las 
CFUG también ha incrementado el rendimiento de 
los bosques como sumideros de carbono. En 2009, 
aproximadamente 1,2 millones de hectáreas de 
bosques comunitarios en Nepal correspondieron a 
reservas de carbono de 183 millones de toneladas 
métricas100. De 2004 a 2008, el carbono almace-
nado en Nepal en algunos bosques manejados por 
la comunidad incrementó 3 toneladas métricas por 
hectárea al año101. Estos impresionantes resultados 
demuestran como las comunidades, respaldadas por 
un Gobierno realizando acciones para asegurar y 
apoyar sus derechos legales, son capaces de detener 
o hasta revertir tendencias a la deforestación y a la 
degradación forestal102. 
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RESULTADO #3: 
Las comunidades con derechos legales a los bosques 
mantienen o mejoran el almacenamiento de carbono de  
sus bosques

Níger
En Níger, el fortalecimiento de los derechos de los 
productores a manejar árboles en tierra de cultivo ha 
resultado en la restauración de la cubierta forestal a 
escala masiva, capturando por lo menos 30 millones 
de toneladas métricas de carbono en los últimos 30 
años103. El apoyo gubernamental a la regeneración 
natural de árboles bajo el manejo de los producto-
res ha sido un enfoque rentable para abordar una 
variedad de retos ambientales, como la desertifica-
ción y el cambio climático. Una inversión relativa-
mente modesta en las décadas de 1980 y 1990 por 
los organismos de asistencia para el desarrollo y las 
ONG con el propósito de fortalecer los derechos a la 
tierra y forestales de las comunidades a través de las 
reformas institucionales y el entrenamiento local ha 
generado anualmente cerca de US$900 millones en 
beneficios económicos104.

Las comunidades rurales en Níger ejercen dere-
chos consuetudinarios de prolongada tradición en 
cuanto al manejo de árboles y  recursos forestales 
en combinación con la agricultura105. En el siglo XX 
estos derechos fueron debilitados por los regíme-
nes coloniales, políticas nacionales y reglamentos 
del Servicio Forestal, que decretaron que todos 
los árboles y bosques son propiedad del Gobierno, 
incluyendo los árboles “protegidos” económicamente 
valiosos que crecen en tierras de cultivo. La pro-
piedad gubernamental de los árboles fue impuesta 
a través de un sistema de permisos emitidos por el 
Servicio Forestal para la tala de árboles y a través 
de multas a la tala no autorizada. Estas leyes tienen 
el propósito de conservar bosques y las especies 
arbóreas de mayor valor económico, pero han tenido 
un efecto opuesto. Han disuadido a las comunidades 
en sus esfuerzos de manejar sus árboles mediante la 
restricción de su habilidad de beneficiarse de ellos y 
han incrementado la dependencia en una burocracia 
gubernamental ineficaz y sin recursos106.

Después de que la deforestación y la degradación de 
tierras tuvo sus consecuencias, el Gobierno se embarcó 
en reformas legales e institucionales en la década de 
1990107. Los derechos comunitarios a la tierra fueron 
reconocidos en un Código Rural actualizado, y las 
políticas y las regulaciones del Servicio Forestal fueron 
revisadas para reconocer y fortalecer los derechos al 
manejo de los bosques comunitarios. En cooperación 
con las ONG que trabajan para promover la regene-
ración de árboles, el Servicio Forestal acordó dejar de 
sancionar a los productores que cortan ramas o que 
mantienen de alguna manera los árboles en sus tie-
rras108. El Servicio Forestal y las autoridades guberna-
mentales locales también respetaron los derechos de 
los productores a recolectar y vender la madera de sus 
árboles y evitar que otros los talen109. Como resultado 
de estas reformas e incentivos, se inviertió la degra-
dación de la tierra y se transformaron los paisajes 
rurales110. Es más, en los últimos 20 años los producto-
res han protegido y regenerado unos 200 millones de 
árboles en 5 millones de hectáreas de tierra agrícola, 
llevando a importantes beneficios en relación con el 
carbono111.

Tanzania
Tanzania ha logrado avances notables en el apoyo 
del reconocimiento legal de los derechos fores-
tales comunitarios. Más de 1.800 aldeas están 
involucradas en el manejo legalmente reconocido 
de los bosques comunitarios, los cuales cubren 
3,6 millones de hectáreas o cerca del 10% del área 
forestal total del país112. El resultado ha sido una 
mejoría demostrable en la salud forestal dentro 
de los bosques comunitarios legalmente recono-
cidos, los cuales han perdido menos árboles que 
los bosques controlados  por el Gobierno113. 

Las Tierras de Aldeas en Tanzania son tierras 
comunitarias legalmente reconocidas, e incluyen 
los árboles encontrados allí114. Las comunidades 
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tienen la opción de obtener un nivel adicional de 
reconocimiento gubernamental legal de sus bosques 
cuando son designados reservas forestales de las 
Tierras de Aldeas115, pero pocos lo hacen. Todos 
los bosques comunitarios, incluyendo las reservas 
forestales de las Tierras de Aldeas, reconocen los 
derechos comunitarios al manejo y beneficios de 
sus bosques con participación gubernamental 
mínima (conocido como manejo comunitario de los 
bosques)116. Se permite el uso comercial sostenible 
de los recursos forestales si la comunidad establ-
ece un plan de manejo aprobado por el Gobierno, 
aunque hasta la fecha pocas comunidades han 
obtenido derechos al uso comercial de sus bosques.

Fuera de las Tierras de Aldeas, el Gobierno maneja 
los bosques, incluyendo una red de Reservas 
Forestales de las Autoridades Nacionales o Locales. 
Para algunas de ellas el Gobierno desarrolló pro-
gramas de gestión conjunta con las comunidades 
que viven al lado de los bosques. Bajo la gestión 
forestal conjunta, los representantes de la comuni-
dad tienen derecho a participar en los consejos de 
administración de las reservas117 y se les permite el 
uso comercial sostenible, también sujeto a un plan 
de manejo aprobado por el Gobierno118. 

Las investigaciones de Blomley y otros compararon 
el manejo comunitario en las reservas forestales de 
las Tierras de Aldeas y en las Reservas Forestales 
de las Autoridades Nacionales o Locales con gestión 
conjunta con los bosques  manejados solamente por 
el Gobierno. Encontraron notables mejorías en la 
salud forestal de los bosques basados en la comuni-
dad y con gestión conjunta en comparación con los 
manejados solamente por el Gobierno119. 

Reconocimiento legal y acción 
gubernamental negativa
Esta sección resalta la experiencia de los países 
donde las comunidades tienen derechos legales pero 
estos se debilitan por las acciones gubernamentales 
negativas, tales como la adjudicación de bosques 
comunitarios para el uso comercial o al no excluir a 
los colonos ilegales, que invaden las tierras comu-
nitarias. Las investigaciones sobre estos países, 
Colombia, Ecuador, Papúa Nueva Guinea, el Perú, 
Honduras y Nicaragua, proporciona argumentos de 
peso sobre la conexión entre la falta de apoyo guber-
namental de los  derechos forestales comunitarios 
y los resultados negativos en la protección forestal 
y climática.  Dos excepciones son Honduras y 
Nicaragua. En Honduras, las comunidades crearon 
una  unión para abogar por una mejor protección 
de sus concesiones forestales. En Nicaragua, las  
comunidades han logrado proteger eficazmente sus 
fronteras a pesar de la negligencia del Gobierno.

Colombia (región amazónica)
En Colombia, las comunidades indígenas poseen 
derechos legales a sus bosques. Los habitantes de 
las reservas indígenas oficiales poseen derechos 
legales similares a los de Brasil, como el derecho a 
excluir a los forasteros, manejar sus bosques y ben-
eficiarse de los recursos forestales madereros y no 
madereros. Sin embargo la  habilidad del Gobierno 
de ofrecer protección de los derechos a los bosques  
comunitarios indígenas está limitada por décadas 
de conflicto armado120.

Las presiones para la colonización derivadas en 
gran parte del conflicto armado, han hecho que 

RESULTADO #4: 
Aún cuando las comunidades tienen derechos legales a sus 
bosques, las acciones gubernamentales que debilitan estos 
derechos pueden llevar a altas emisiones de dióxido de  
carbono y a la deforestación.
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los bosques comunitarios sean vulnerables a la 
deforestación. Grandes áreas de la región amazónica 
colombiana fueron ocupadas por grupos armados en 
las décadas de 1980 y 1990 y, por ende, están efecti-
vamente fuera del control gubernamental.  
En particular, en la década de 1980, el conflicto 
armado desencadenó una ola de migración de colonos 
a las reservas indígenas cerca de la Cordillera de  
los Andes121. 

La deforestación ha sido baja en general en las reser-
vas indígenas. De 2000 a 2012, la pérdida de cubierta 
forestal en estas áreas fue de solo 0,03%, comparado 
con un 3,2% en la más amplia región amazónica 
colombiana (ver Gráfico 7). En promedio, 5%-7% de 
los bosques en las zonas fronterizas de las reservas 
se perdieron a través de una combinación de con-
flicto armado y de cultivo de la coca122. Dos tierras 
indígenas con los más altos índices de deforestación, 
Barranco Colorado y La Fuga, están atravesadas por 
carreteras construidas después de una ola de explo-
tación forestal123 (ver Gráfico 8).

Los bajos índices de deforestación en las reservas indí-
genas en Colombia ha resultado en emisiones de CO2 
relativamente bajas. De acuerdo con los cálculos de 
WRI, las reservas indígenas tiene mayor densidad de 
carbono, con 145 toneladas métricas por hectárea, que 
otros bosques amazónicos que contienen 128 tonela-
das métricas por hectárea (ver Gráfico 7). De 2000 a 
2012, la pérdida de alrededor de 70.000 hectáreas de 
bosques en las reservas indígenas resultó en aproxi-
madamente 34 millones de toneladas métricas de 
emisiones de CO2, equivalente a 484 toneladas métri-
cas de CO2 por hectárea. Durante el mismo período, 
la región amazónica colombiana fuera de las reservas 

indígenas perdió 694.000 hectáreas de bosque, 
resultando en 316 millones de toneladas métricas de 
CO2 emitidas (456 toneladas métricas por hectárea). 
Para asegurar que la deforestación y las emisiones de 
CO2 en las reservas indígenas siguen siendo bajas en 
la situación de posconflicto, el Gobierno colombiano 
tendrá que proteger y apoyar las reservas durante el 
proceso de restauración del control gubernamental 
efectivo sobre el área.

Ecuador (región amazónica)
De acuerdo con la Constitución de Ecuador de 2008, 
muchos pueblos indígenas poseen el derecho de 
excluir a otros de sus bosques y usarlos de manera 
sostenible para propósitos comerciales a partir de 
un plan de manejo aprobado124. Además, muchas 
concesiones petroleras y mineras están superpuestas 
sobre tierras indígenas oficialmente reconocidas125. 

De 2000 a 2008, las tierras indígenas independi-
entes (aquellas que no están superpuestas sobre 
áreas protegidas por el Gobierno) en las provincias 
noroccidentales de Sucumbíos y Orellana sufrieron 
algunos de los índices más altos de deforestación 
en el país, con la pérdida del 6,5% de sus bosques126, 
parcialmente como resultado de las concesiones 
petroleras y mineras127. Estas concesiones traen 
consigo carreteras que desencadenan una entrada 
de colonos, que consideran que pueden asentarse 
en gran parte de la Amazonía, en parte debido a las 
políticas gubernamentales anteriores128.

En cambio, algunas tierras indígenas se encuentran 
dentro de las áreas protegidas por los gobiernos, 

Gráfico 7  |  �Comparación de la pérdida de cubierta forestal, 2000–12, y la densidad promedio del 
carbono dentro y fuera de las reservas indígenas en la región amazónica colombiana

Pérdida de cubierta forestal, 2000–12 (Cambio Neto Forestal) Densidad del carbono (toneladas métricas/ha)

DENTRO

FUERA-3.2% 128

145-0.3%

Fuente: Hansen y otros, 2013. Datos sobre el carbono de Saatchi y otros, 2011.
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Gráfico 8  |  �Pérdida de cubierta forestal detectada por satélite en Colombia, 2000–12, en las reservas 
indígenas de la región amazónica colombiana

Fuente: Los datos sobre la pérdida de cubierta forestal son de Hansen y otros, 2013, y muestran el cambio forestal a una resolución espacial de  30 metros alrededor del 
mundo. Los datos sobre las reservas indígenas provienen del Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) de la Subdirección de Geografía y Cartografía. El  número de 
reservas indígenas en el conjunto de datos es de 209.
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donde solo se permite el uso de los recursos forestales 
para la subsistencia129. En estas áreas, donde la super-
visión gubernamental es más fuerte, solo se perdió un 
1,5% de la cubierta forestal de 2000 a 2008130.

Papúa Nueva Guinea
En Papúa Nueva Guinea, la Constitución reconoce la 
propiedad comunitaria del 97% del territorio nacional 
como Common Customary Land [tierra comunal con-
suetudinaria]131. La propiedad incluye acceso, manejo, 
exclusión, debido proceso legal y compensación, y 
derechos al uso de recursos forestales madereros y  
no madereros132. 

Asimismo, entre 2003 y 2010 el Gobierno emitió 
contratos de arrendamiento de hasta 99 años a com-
pañías privadas, dándoles el derecho a explotar las 
tierras comunales consuetudinarias que cubren unas 
4 millones de hectáreas, un área del tamaño de Suiza. 
Estos “contratos de arrendamiento especiales para 
agricultura y negocios” fueron utilizados para expan-
dir dramáticamente concesiones lucrativas de aceite 
de palma, al igual que otras concesiones comerciales 
más allá de las tierras públicas y afectan a las tierras 
comunales consuetudinarias133. Si se talan las áreas 
cubiertas por arrendamientos especiales para conver-
tir el bosque en plantación de aceite de palma  
u otros usos no forestales, se podrían liberar casi 
3.000 millones de toneladas métricas de CO2

134. 

Esta situación surgió después de que el Gobierno 
instituyó un programa de arrendamiento/subarren-
damiento en 1979, con la intención de arrendar las 
tierras comunales de las comunidades para después 
subarrendárselas. El acuerdo se planificó como 
medida temporal para compensar la ausencia de un 
mecanismo legal para registrar los títulos de las tier-
ras comunales consuetudinarias135. Pero el Gobierno 
también se atribuyó la autoridad de conceder los 
controvertidos arrendamientos de tierras comunales  
a terceros durante 99 años. 

No solo se están invalidando los derechos a la 
propiedad de las comunidades, sino que están siendo 
privadas de los beneficios financieros de los arrenda-
mientos especiales en forma de pago de alquileres y 
oportunidades económicas. En cambio, las élites de 
Papúa Nueva Guinea y las empresas extranjeras son 
los principales beneficiarios136. Una comisión guberna-
mental de investigación creada en 2011 en respuesta 
a una condena internacional, recomendó revocar 
algunos de los arrendamientos, pero el Gobierno no 
ha hecho nada hasta ahora137.

Perú (región amazónica)
En la región amazónica peruana, el 83% de la 
deforestación ocurre a 20 kilómetros de una carret-
era138. La tierras indígenas legalmente reconocidas, 
denominadas tierras de comunidades nativas, sucum-
ben a estas presiones139. Por ejemplo, de acuerdo con 
la ONG amazónica RAISG, tres tierras de comuni-
dades nativas en el noroeste del Perú, Huascayacu, 
Alto Mayo y Shimpiyacu, perdieron, respectivamente, 
51%, 33% y 24% de sus bosques entre 2000 y 2010, 
en unas de las peores deforestaciones de toda la 
Amazonia140 debido a una combinación de pobreza, 
presiones migratorias y concesiones de hidrocarburos 
(ver el análisis de WRI en el Gráfico 9). Como conse-
cuencia, de 2000 a 2010, la pérdida de bosque dentro 
de las tierras de comunidades nativas (2,2%) fue más 
alta que la pérdida de bosque en la toda la región 
amazónica peruana (2,1%)141.

Las adjudicaciones por parte del Gobierno de tierras 
indígenas a concesiones mineras, de petróleo y de 
gas natural son una causa principal de estos niveles 
de deforestación devastadores. Las concesiones 
petroleras y de gas cubren casi el 75% de la región 
amazónica peruana142. La totalidad del 87% de las 
tierras indígenas peruanas en parte de Madre de Dios 
se superponen con concesiones mineras, de petróleo y 
de gas natural, al igual que con otros usos conflictivos 
de la tierra143. Aunque los pueblos indígenas tienen 
derechos legales a los bosques, como el uso para la 

RESULTADO #5: 
Las comunidades pueden superar, parcialmente, las acciones 
gubernamentales que debilitan sus derechos a los bosques.
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Gráfico 9  |  �Pérdida de cubierta forestal detectada por satélite en Perú, 2000–12, en las tierras de 
comunidades nativas del noroeste de la región amazónica peruana

Fuente: Los datos sobre la pérdida de cubierta forestal de Hansen y otros, 2013, muestran el cambio forestal a una resolución espacial de  30 metros alrededor del mundo. 
Datos sobre las tierras de comunidades nativas provienen de la Iniciativa para la Conservación de la Amazonia Andina, un proyecto de USAID y el Departamento del Interior 
de Estados Unidos. 
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subsistencia, el manejo y la exclusión, el Gobierno 
retiene el derecho a los minerales del subsuelo. Las 
comunidades indígenas no pueden excluir legal-
mente a las operaciones mineras autorizadas por el 
Gobierno, y las empresas mineras traen caminos e 
infraestructura, lo que atrae a colonos y madereros 
ilegales. No obstante, un reciente análisis compara-
tivo sobre parte de Madre de Dios concluyó que la 
situación habría sido probablemente peor sin las 
tierras de comunidades nativas. De 2006 a 2011, 
su presencia seguramente redujo la deforestación, 
salvando el 0,59% de los bosques de las comunidades 
indígenas de la deforestación144. 

Honduras (Río Plátano)
La Reserva de la Biosfera de Río Plátano de Hon-
duras, un lugar Patrimonio de la Humanidad de la 
UNESCO, es sede de 12 concesiones comunitarias 
que manejan 107.000 hectáreas de selva tropical de 
hoja ancha. Las comunidades poseen derechos de 
acceso, uso, manejo, exclusión y beneficios de los 
bosques por períodos renovables de 40 años, pero 
el Gobierno retiene la propiedad formal. Siete de 
las 12 concesiones comunitarias están certificadas 
por el FSC, lo que permite a los habitantes vender 
madera de fuentes sostenibles. De manera similar 
a la Reserva Maya en Guatemala, la Reserva de Río 
Plátano está dividida en una zona cultural y en una 
zona de amortiguación. Ambas contienen concesio-
nes comunitarias donde se permite el uso comercial 
sostenible, y la mayoría de los colonos se encuentran 
en la zona de amortiguación145. 

En 2006, las concesiones comunitarias crearon la 
Unión de Cooperativas Agroforestales de la Reserva 
de la Biosfera de Río Plátano146 para superar de 
manera colectiva los problemas creados por la 
protección y  el apoyo  gubernamental inadecuado. 
Estos problemas incluyeron retrasos excesivos en 
la aprobación gubernamental de planes de manejo 
forestales y de los permisos de recolección, falta 
de acción gubernamental frente a la tala ilegal por 
personas que no son miembros de la comunidad 
y la falta de apoyo financiero gubernamental en el 
desarrollo de planes de manejo147.

En general, este acuerdo para potenciar a las 
comunidades ha dado buenos dividendos para 
los bosques y el clima, y ha generado índices de 
deforestación más bajos dentro de las concesiones 
comunitarias que en las áreas circundantes. 
Una comparación entre nueve concesiones 
comunitarias determinó que siete perdieron 
menos cubierta forestal que la área de reserva 
circundante, independientemente de que fuera 
zona de amortiguación o cultural. De 2006 a 
2011, cuatro concesiones comunitarias en la 
zona de amortiguación experimentaron índices 
de deforestación de entre el 0,01% y el 0,51%, 
en comparación con el 1,40% en la zona de 
amortiguación148. Por tanto, la deforestación fue 
hasta 140 veces más baja en algunas concesiones 
comunitarias, en comparación con la zona de 
amortiguación en conjunto (ver Gráfico 10).

Gráfico 10  |  �Tasa promedio de deforestación de seis concesiones comunitarias en la Reserva de la 
Biosfera de Río Plátano, Honduras, 2006–11

Fuente: Forest Trends, 2013.
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Nicaragua (Bosawás)
Junto con la vecina Reserva de la Biosfera de Río 
Plátano en Honduras y otras dos áreas protegidas, 
la Reserva de Bosawás de Nicaragua constituye una 
de las más grandes selvas tropicales protegidas de 
Centroamérica. 

El Gobierno nacional ha emitido por lo menos seis 
títulos a los pueblos indígenas misquito y mayangna 
en la reserva149, con comunidades operando bajo 
planes de uso sostenible que no han sido reconocidos 
oficialmente por las autoridades. Estos derechos 
llevaban esparándose desde hace mucho tiempo, y 
las comunidades y sus asociados pasaron más de una 
década combatiendo para lograr el reconocimiento 
constitucional de sus derechos forestales150. Los 
primeros títulos de las tierras comunales indígenas 
fueron eventualmente emitidos en 2009 siguiendo 
las directrices de  la Ley del Regimen de Propiedad 
Comunal de Nicaragua de 2003. Esto proporcionó 
“reconocimiento pleno de los derechos sobre la 
propiedad comunal, [y] el uso, administración y 
manejo de las tierras tradicionales y de los  recursos 

naturales”151. Aunque no se mencione expresamente 
el derecho a la exclusión, los forasteros no pueden 
estar en las tierras indígenas152. 

Aunque el Gobierno ya ha emitido títulos para la 
mayoría de las tierras comunales indígenas, sus 
esfuerzos por restringir las invasiones de los  
bosques comunitarios indígenas han sido débiles153. 
Las comunidades han llenado el vacío y, por lo  
general, han tenido éxito con el patrullaje de sus 
propias fronteras154.

Los datos sobre la deforestación muestran que 
las comunidades indígenas protegen sus bosques 
y resisten las presiones hacia la deforestación de 
los colonos.  En 2001–02, cerca de 24 kilómetros 
cuadrados de tierras comunales en la Reserva de 
Bosawás  fueron deforestadas, comparado con un 
índice 14 veces más alto en las áreas de reservas 
vecinas ocupadas por colonos155. Durante el mismo 
período, se perdieron tres veces más bosques en el 
área de los colonos aledaña con las tierras  
comunales que en la zona fronteriza ocupada por  
los indígenas156.
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 LA SECCIÓN V

CONCLUSIÓN 
Las secciones anteriores presentan un argumento de peso para el 

apoyo de los derechos forestales comunitarios como baluarte en 

contra del cambio climático. La evidencia que proporcionan revela 

una fuerte correlación entre el nivel de reconocimiento legal, junto 

con la  protección gubernamental y la habilidad de la comunidad 

de resistir la deforestación, mantener la salud forestal y reducir las 

emisiones de CO
2
.



WRI.org        42

Si las comunidades no tienen derechos legales, o 
estos son débiles, como en el caso de muchos países 
de todo el mundo, sus bosques son vulnerables a la 
deforestación. Por otro lado, muchas comunidades 
con derechos legales combinados con la protección 
gubernamental experimentan menos pérdida de 
bosques y emisiones de CO2. Las comunidades que 
tienen derechos legales, pero necesitan protección 
gubernamental, pueden perder sus bosques por las 
invasiones ilegales, a menos que, como ocurre en 
Honduras y en Nicaragua, adopten medidas para 
superar parcialmente las acciones gubernamentales 
negativas. Cuando los gobiernos reconocen algunos 
derechos legales, pero actúan de maneras que las 
debilitan, los resultados son generalmente altos 
niveles de deforestación y de emisiones de CO2. 
Papúa Nueva Guinea y Perú son excelentes ejem-

plos, donde los gobiernos debilitan los derechos 
forestales de los pueblos indígenas y de las comuni-
dades locales al darle a empresas el derecho legal a 
convertir los bosques para la explotación minera, la 
plantación de aceite de palma u otros usos comer-
ciales. El Gráfico 11 resume los resultados de este 
análisis.

Resultados   
1.	 Cuando las comunidades no tienen de-

rechos legales, o estos son débiles, sus 
bosques tienden a ser vulnerables a la 
deforestación y así convertirse en fuente 
de emisiones de dióxido de carbono. La 
deforestación de los bosques indígenas comu-
nitarios en Brasil hubiese sido 22 veces más 

Gráfico 11  |  �Resumen del análisis sobre la forma en que los derechos forestales comunitarios y las 
acciones gubernamentales inciden en los bosques
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alta sin el reconocimiento legal.  En Indonesia, 
los altos niveles de emisiones de dióxido de 
carbono provenientes de la deforestación están 
causados en parte consecuencia de la falta o 
de la debilidad de los derechos jurídicos de las 
comunidades forestales. Por ejemplo, las con-
cesiones para la producción de aceite de palma 
abarcan el 59% de los bosques comunitarios en 
parte de la Provincia de Borneo Occidental.

2.	 Los derechos legales de las comunidades 
a los bosques y la protección guber-
namental de estos derechos tienden a 
disminuir las emisiones de dióxido de 
carbono y la deforestación. En Brasil, la 
deforestación en los bosques indígenas comu-
nitarios de 2000 a 2012 fue de menos de un 
1%, comparada con el 7% fuera de ellos. La 
deforestación más alta fuera de los bosques 
indígenas comunitarios llevó a 27 veces más 
emisiones de dióxido de carbono que los pro-
ducidos por la deforestación en los bosques in-
dígenas comunitarios. Y los bosques indígenas 
comunitarios contienen 36% más carbono por 
hectárea que otras áreas de la región amazónica 
brasileña.

3.	 Las comunidades con derechos lega-
les a los bosques mantienen o mejoran 
el almacenamiento de carbono de sus 
bosques. La protección de los derechos de las 
comunidades a los bosques por parte del Gobi-
erno en Níger agregó 200 millones de árboles 
nuevos, absorbiendo 30 millones de toneladas 
métricas de carbono en los últimos 30 años. El 
apoyo a la silvicultura comunitaria en Nepal 
ha mejorado la salud forestal y ha generado 
reservas de carbono de más de 180 millones de 
toneladas métricas en 1,6 millones de hectáreas. 

4.	 Aún cuando las comunidades tienen 
derechos legales a sus bosques, las ac-
ciones gubernamentales que debilitan 
estos derechos pueden llevar a altas 
emisiones de dióxido de carbono y a la 
deforestación. Los bosques de las comuni-
dades indígenas en el Perú, donde las acciones 
gubernamentales debilitan los derechos fores-
tales comunitarios, se están deforestando a 
un ritmo más rápido que en otras partes de la 
región amazónica peruana.

5.	 Las comunidades pueden superar, par-
cialmente, las acciones gubernamentales 
que debilitan sus derechos a los bosques. 
En Honduras y Nicaragua, las comunidades 
indígenas han podido evitar la deforestación 
parcialmente, a pesar de que los esfuerzos gu-
bernamentales no son suficientes para proteger 
sus derechos. En algunos casos, la pérdida del 
bosque comunitario es de un 0,01%, comparado 
con un 1,40% en el área circundante. 

Recomendaciones
Basándose en estos resultados, los autores presen-
tan cinco recomendaciones practicas, basados en 
la evidencia, a los donantes, gobiernos, sociedad 
civil y otras partes interesadas quienes trabajan 
con el cambio climático, los derechos a la tierra y la 
silvicultura.

1.	 Dar a las comunidades reconocimiento 
legal de los derechos a sus bosques. Se 
debe prestar atención a las millones de comu-
nidades forestales sin derechos legales a sus 
bosques. En Indonesia, donde las comunidades 
generalmente no tienen derechos legales, o son 
débiles, hay nueva legislación pendiente que 
reconozca la propiedad de las comunidades so-
bre los bosques. En aquellos lugares donde las 
comunidades tienen algunos derechos legales 
a los bosques, los gobiernos y sus socios deben 
fortalecer estos derechos.

2.	 Proteger los derechos forestales legales 
de las comunidades. Los gobiernos y sus 
asociados deben contribuir a la protección de 
los derechos forestales de las comunidades al 
efectuar, por ejemplo, ejercicios de mapeo para 
demarcar los puntos limítrofes de los bosques 
comunitarios, ayudar a expulsar a los mader-
eros ilegales y no otorgar concesiones comer-
ciales en los bosques de estas comunidades. En 
Brasil, el Gobierno realiza un levantamiento de 
mapas y registra los bosques comunitarios indí-
genas, ayuda a las comunidades a expulsar a los 
colonos ilegales y por lo general tiene prohibido 
conceder el uso comercial de estos bosques a las 
empresas.
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3.	 Dar asistencia técnica y entrenamiento 
a las comunidades. Los gobiernos, donantes 
y la sociedad civil deben dar entrenamiento y 
asistencia técnica a las comunidades y fomentar 
actividades de capacitación. Por ejemplo, en 
México algunas comunidades reciben entre-
namiento y apoyo del Gobierno para mejorar el 
uso sostenible de los bosques y el acceso a los 
mercados.

4.	 Hacer partícipes a las comunidades en la 
toma de decisiones sobre las inversiones 
que repercuten en sus bosques. Los gobi-
ernos y las empresas deben trabajar de forma 
conjunta para velar por que la planificación 
gubernamental sea congruente con las normas 
internacionales y que las inversiones no violen 
los derechos forestales de las comunidades. En 
Perú, la incapacidad del Gobierno para cumplir 
las normas internacionales contribuye a los 
altos niveles de deforestación en los bosques 
comunitarios indígenas.

5.	 Remunerar a las comunidades por los 
beneficios climáticos y de otro tipo que 
se derivan de sus bosques. Los gobiernos 
y sus asociados deben comprometer fondos 
e invertir en medidas de apoyo a las comuni-
dades y sus aliados de la sociedad civil, a fin 
de aumentar los incentivos económicos para 
que gestionen sus bosques de forma sostenible. 
Además, las partes interesadas deben respaldar 
el fortalecimiento de los derechos forestales 
comunitarios, como parte de cualquier acu-
erdo futuro sobre reducción de las emisiones 
debidas a la deforestación y la degradación 
forestal, conservación de las reservas forestales 
de carbono, gestión sostenible de los bosques e 
incremento de las reservas forestales de car-
bono (REDD+).

Si todas estas recomendaciones son aplicadas 
plenamente por los donantes, gobiernos, empresas 
y otras partes interesadas, la evidencia presen-
tada en este informe sugiere que las comunidades 
pueden incrementar e incrementarán el carbono 
en sus bosques. Al hacer esto, ayudarán a reducir 
las emisiones de CO2, apoyarán los esfuerzos de 
mitigación del cambio climático a nivel mundial y 
al mismo tiempo protegerán sus propios derechos y 
beneficios. 

Los autores piden encarecidamente a los miembros 
de las comunidades internacionales sobre cambio 
climático, tenencia de tierras y silvicultura que 
utilicen la evidencia de estas páginas para abogar 
por que el fortalecimiento de los derechos fores-
tales comunitarios sea una prioridad en la política 
climática de los países en desarrollo. 
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Para explorar la relación entre los derechos forestales comunitarios 
y la deforestación, WRI realizó un análisis original usando datos 
geoespaciales sobre tierras comunitarias en combinación con datos 
obtenidos por satélite sobre el cambio en la cubierta forestal y la 
densidad del carbono. El análisis se realizó en Brasil y Colombia. 
Además, el análisis del cambio en la cubierta forestal se realizó 
en una parte de Perú. Se escogieron estos países principalmente 
porque habían datos espaciales precisos disponibles sobre los 
límites de los bosques comunitarios, dado que estos datos por lo 
general son limitados. Además, todos estos países están ubicados 
en la Cuenca del Amazonas, donde se puede esperar que las condi-
ciones ambientales sean relativamente similares.

La información obtenida por satélite sobre el cambio en la cubierta 
forestal provienen de Hansen y otros, quienes crearon un conjunto 
de datos a nivel mundial sobre la pérdida de cubierta forestal anual 
entre 2000 y 2012 y del incremento de la cubierta forestal en el 
período colectivo de 2000 a 2012157. El conjunto de datos a nivel 
mundial representa el cambio en la cubierta forestal percibido a 
través del análisis de las imágenes del satélite Landsat a una resolu-
ción de 30 metros, comenzando con los datos de referencia sobre la 
cubierta forestal del año 2000. 

Los datos de Hansen y otros miden el incremento y la pérdida 
de la cubierta forestal en todas las tierras. La cubierta forestal se 
define como “toda vegetación superior a los 5 metros de altura” y 
la pérdida de cubierta forestal se define como “la eliminación total 
de la cubierta forestal a la escala de píxeles de Landsat”158. Por lo 
tanto, los datos capturan todo tipo de pérdida de cubierta forestal, 
cumplan o no con las definiciones de deforestación y pérdida 
de bosque utilizadas en este informe. Por ejemplo, la pérdida de 
cubierta forestal en los bosques naturales, la eliminación de árboles 
dentro de plantaciones de árboles comerciales (por ejemplo, para el 
aceite de palma) y la pérdida de árboles debido a causas naturales 
(por ejemplo, incendios) se reflejan conjuntamente como pérdida de 
cubierta forestal bajo este algoritmo. Por tanto, estos datos son una 
medida imperfecta de la deforestación y los autores de este informe 
de WRI usan los  términos “pérdida de cubierta forestal”, “pérdida 
de bosque”, “cambio forestal” y “deforestación” en relación con 
los datos provenientes de Hansen y otros, teniendo en cuenta esta 
condición. 

El análisis de WRI sobre la pérdida y el incremento de la cubierta 
forestal en las regiones amazónicas de Brasil y de Colombia de 
2000 a 2012 permite una simple comparación del cambio en la 
cubierta forestal dentro de tierras comunitarias y fuera de las tier-
ras comunitarias en el bioma amazónico. El análisis no considera 
otros tipos de usos de la tierra que podrían influenciar los índices 
de deforestación, tales como las áreas protegidas o las plantacio-
nes comerciales. Por lo tanto, el análisis representa una simple 
comparación del incremento y la pérdida promedio de la cubierta 
forestal para complementar la revisión bibliográfica.

WRI realizó un análisis espacial básico en un sistema de infor-
mación geográfica (SIG) para poder calcular cuánto carbono 
está almacenado en los bosques comunitarios de las regiones 
amazónicas de Brasil y de Colombia. Utilizando los datos sobre la 
distribución espacial del carbono proveniente de Saatchi y otros159, 
los autores compararon el carbono almacenado dentro de los 
bosques comunitarios legalmente reconocidos con el carbono al-
macenado fuera de los bosques comunitarios legalmente reconoci-
dos, pero dentro del bioma amazónico. Los datos de Saatchi y otros 
cubren la extensión de los trópicos a nivel global, aproximadamente 
entre las latitudes 20N y 20S,  a una resolución de 1 kilómetro. El 
conjunto de datos incluye el carbono de la biomasa sobre y debajo 
de la tierra en toneladas métricas. El análisis es un simple cálculo 
de las diferencias en el total del carbono almacenado y la densidad 
promedio del carbono entre los bosques comunitarios legalmente 
reconocidos y otros bosques. Como ocurre con el análisis de 
cambios en la cubierta forestal, el análisis del carbono no distingue 
entre los diferentes tipos de usos forestales, tales como las planta-
ciones agroforestales comerciales o las áreas de conservación pro-
tegidas por el Gobierno. Se trata de una comparación directa que 
incluye asentamientos y usos no forestales de la Amazonia y, en el 
caso de Brasil, refleja las tierras indígenas oficialmente reconocidas 
y aquellos todavía en el proceso de reconocimiento. 

Llevando el análisis un paso más lejos, WRI calculó cuánto carbono 
se había perdido (y ganado) debido al cambio en la cubierta forestal 
en Brasil y Colombia y luego tradujo este cálculo a emisiones 
de CO

2
. Para realizar ese análisis, a los datos sobre pérdida e 

incremento de cubierta forestal provenientes de Hansen y otros 
(representando el periodo colectivo de 2000 a 2012) se superpu-
sieron los datos sobre las reservas de carbono provenientes de 
Saatchi y otros (que representan aproximadamente el año 2000). 
Por medio del SIG, los datos sobre las reservas de carbono fueron 
“asignados” a lugares de pérdida e incremento forestal para crear 
un modelo representativo de la cantidad de carbono almacenado 
en los bosques en 2000, que fue perdida posteriormente (o que fue 
potencialmente incrementada). Sumando los conjuntos de datos 
resultantes para balancear las ganancias de carbono con las pérdi-
das se creó una aproximación de la pérdida de carbono asociada al 
cambio de la cubierta forestal en la región amazónica de cada país, 
lo cual fue utilizado para calcular las emisiones totales de CO

2
 y las 

emisiones promedio de CO
2 
por hectárea.

APÉNDICE A: METODOLOGÍA PARA EL CAMBIO EN LA CUBIERTA 
FORESTAL Y EL ALMACENAMIENTO DE CARBONO
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Gráfico B-1.  |   Carbono en bosques comunitarios reconocidos por los gobiernos, 2013 (millones de 		
	 toneladas métricas)

Fuente: Datos sobre bosques comunitarios de RRI, 2014c. Datos sobre bosques comunitarios de Ecuador y de Nicaragua provenientes de, respectivamente, RAISG, 2012, y 
del Inventario Nacional Forestal, 2008.
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El Gráfico B-1 presenta aproximaciones a nivel nacional del carbono 
almacenado dentro de los bosques comunitarios reconocidos por 
los gobiernos, sumando 37.700 millones de toneladas métricas. El 
carbono para cada país se calculó mediante la multiplicación del 
área total de los bosques comunitarios reconocidos por los gobier-
nos (en hectáreas) por el valor promedio de la densidad del carbono 
a nivel nacional (toneladas métricas por hectárea). Los datos de 
tenencia forestal provienen de RRI, que recopiló datos sobre varios 
países en 2013160, del  Inventario Nacional Forestal de Nicaragua161 
de 2008 y del RAISG para Ecuador162. Los datos sobre el carbono 
provienen de la Evaluación de los recursos forestales mundiales de 
2010 de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura 
y la Alimentación (FAO) y representan las reservas de carbono en 
los bosques de biomasa viva163. Los datos sobre el carbono de la 

APÉNDICE B: EL CARBONO EN LOS BOSQUES COMUNITARIOS RECONOCIDOS  
POR LOS GOBIERNOS

FAO para 2010 fueron utilizados como modelos representativos 
para 2013, 2012 y 2008 para Ecuador y Nicaragua, respectivamente, 
debido a que los datos sobre el carbono no están disponibles es-
pecíficamente para esos años. Dado que los datos sobre la tenencia 
forestal y los datos sobre el carbono no son espacialmente explícitos 
y representan promedios a nivel nacional, los datos en el Gráfico B-1 
deben ser  interpretados como un cálculo muy aproximado del car-
bono almacenado en los bosques comunitarios reconocidos por los 
gobiernos. También hay que tener en cuenta que estos cálculos de 
carbono difieren de los de Brasil y Colombia en la Sección IV debido 
a metodologías diferentes. Los cálculos en la Sección IV se basan 
en datos espacialmente explícitos sobre las tierras comunitarias y en 
los datos sobre el carbono provenientes de Saatchi y otros164.
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